
334 . Contratos internacionales

Resolución 
de litigios 
contractuales

Parte IV

31  CNCom., Sala A., 01/04/2014, “Murex Argentina S.A. c/ Abbott Laboratories y otro s/ ord”; 
CNCom., Sala A., 18/09/2013, “Centro de Distribuzione Eurolatino SRL c. Banca Nazionale del La-
boro SA” s/ ord.” (ampliación de fundamentos); CNCom., Sala A., 16/12/2013, “Scrugli, Carlos 
Antonio c. HSBC Bank Argentina s/ ord.” (ampliación de fundamentos).
32  Véase que ya Story advertía, con cita de Boullenois y Hercio, que también estaba dicho que 
los contratos hechos entre extranjeros en un país extranjero, deben construirse de acuerdo con 
la ley de su país, siempre que ambos pertenezcan al mismo país, en: J. Story (nota 24), t. I, p. 
388, n° 241 y p. 449, n° 279. 
33  Véase la sentencia del STJCE de 06/10/2009 en el caso C-133/06, ICF, en cuestión preju-
dicial planteada por el Hoge Raad holandés, a propósito de la interpretación restrictiva del art. 
4 apartado 5. del Convenio de Roma.
34  Con una fórmula más rigurosa que la contenida en el original art. 4.5 del Convenio de Roma 
de 1980, los Reglamentos Roma I y Roma II, han recogido las críticas jurisprudenciales, que 
llevaron a la convicción de la necesidad de una interpretación restrictiva de esa norma que 
derechamente excluía el derecho aplicable determinado por la norma cuando resultase “del 
conjunto de circunstancias que el contrato presenta vínculos más estrechos con otro país”. 
Los nuevos Reglamentos se enrolan en la línea más restrictiva que sigue también el CCCN. 
Así, Roma I dispone en su art. 4. 3. Si del conjunto de circunstancias se desprende claramente 
que el contrato presenta vínculos manifiestamente más estrechos con otro país distinto del 
indicado en los apartados 1 o 2, se aplicará la ley de este otro país. Y Roma II. Dice en su art. 
4.3. que “si del conjunto de circunstancias se desprende que el hecho dañoso presenta vínculos 
manifiestamente más estrechos con otro país distinto del indicado en los apartados 1 o 2, se 
aplicará la ley de este otro país. Un vínculo manifiestamente más estrecho con otro país podría 
estar basado en una relación preexistente entre las partes, como por ejemplo un contrato, que 
esté estrechamente vinculado con el hecho dañoso en cuestión”.
35  Ver P.A. De Miguel Asensio,  “Contratación internacional: la evolución del modelo de la 
Unión Europea”, Revista Mexicana de Derecho Internacional  Privado y Comparado, n° 29, 2011, pp. 
28-34. 
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I. Introducción

El recurso al arbitraje en contratos 
suscritos con el Estado y una perso-
na privada no es algo nuevo. En la 
primera mitad del siglo XX podemos 
apuntar una serie de contratos de con-
cesión de mediano o largo plazo sobre 
la explotación de recursos naturales, 
particularmente petroleros, suscritos 
entre empresas extranjeras y gobier-
nos como Irán, Etiopia, Indonesia y 
Kuwait. Estos contratos dieron así lu-
gar a los primeros casos conocidos en 
materia de inversiones.1 Tratándose de 
contratos suscritos antes de la creación 
del Centro Internacional de Arreglo 
de Diferencias Relativas a Inversiones 
(CIADI), los arbitrajes eran en su gran 
mayoría arbitrajes ad hoc.2 Y es que la 
esencia misma de la creación del CIA-
DI consiste en que las partes son libres 
de acordar a métodos internacionales 
de arreglos de diferencias. Esto a pesar 
que las controversias con el Estado son 
por regla general resueltas a través de 

los procedimientos administrativos 
o judiciales disponibles al amparo 
de las leyes del Estado receptor de la 
inversión.3

En efecto, como regla general, los 
inversionistas privados carecen de 
acceso directo a métodos interna-
cionales de resolución de conflictos, 
salvo por el recurso a la protección 
diplomática de su Estado de origen 
una vez agotado las vías de recursos 
internas. De ahí que el acuerdo con-
tractual a un arbitraje internacional 
entre una entidad estatal y una persona 
privada sea la excepción a la norma 
en materia administrativa. Al respecto 
también debemos diferenciar entre los 
contractos internacionales de índole 
comercial que haya podido suscri-
bir empresas estatales o mixtas de 
aquellos contratos catalogados como 
“contratos de inversión” en los cuales 
el Estado contrata dentro de sus pre-
rrogativas soberanas, ejerciendo una 
función estatal.

Resumen

Tradicionalmente los contratos administrativos 
entre el Estado y una persona privada se 
encuentran regidos por el derecho administrativo 
y cualquier disputa entre las partes se somete 
a la jurisdicción contenciosa administrativa 
del foro. No obstante, la participación cada 
vez más notoria de inversionistas extranjeros, 
particularmente grandes multinacionales, ha 
dado como resultado una internacionalización 
de los contratos administrativos suscritos con el 
Estado, tanto por la ley aplicable a este como 
por la escogencia de un foro neutral, fuera de los 
tribunales administrativos y judiciales del Estado 
receptor de la inversión. En este sentido cabe 
preguntarse si el arbitraje internacional es el foro 
idóneo para resolver los conflictos contractuales 
entre el Estado y una parte privada. Este escrito 
explorará los factores de internacionalización 
de los contratos con el Estado, incluyendo la 
cláusula de resolución de disputas en contratos 
administrativos. Asimismo, el escrito se referirá 
a la posible interacción entre el contrato suscrito 
con la administración del Estado y los tratados 
de inversión que haya podido suscribir el país 
del inversionista con el Estado receptor de la 
inversión. Por último, se dará una especial 
atención al arbitraje en materia de contrataciones 
públicas seguido por algunos países de la región 
como es el caso de la República del Perú.

Sumario

I. Introducción. 
II. Internacionalización de los contratos con el 
Estado. 1. Las cláusulas de arbitraje dentro de 
los contratos con el Estado. 2. Las cláusulas 
de derecho aplicable. 3. Las cláusulas de 
estabilización. 
III. Interacción entre los contratos de inversión y 
los tratados de inversión. 
IV. El arbitraje en la contratación pública: el 
caso de la República del Perú. 
V. A manera de conclusión: ¿jueces o árbitros 
para resolver las controversias contractuales 
internacionales con el Estado?
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1. Cláusulas de arbitraje dentro 
de los contratos con el Estado

El recurso a un arbitraje internacional 
para dirimir las controversias entre el 
Estado o una entidad estatal dentro 
de un contrato administrativo cuyo 
objeto es una inversión privada que 
está siendo realizada por un inver-
sionista extranjero, da nacimiento a 
los llamados contratos de inversión. 
Mediante estos contratos de inversión 
el Estado se compromete a someterse 
de forma directa a un foro neutral, 
desprendiéndose de su inmunidad de 
jurisdicción, y a cumplir el laudo o de-
cisión proferida por el tribunal arbitral. 
En otros términos, el inversionista ex-
tranjero puede prescindir del recurso a 
la protección diplomática de su propio 
Estado (previo agotamiento de los re-
cursos internos), pudiendo demandar 
directamente al Estado receptor de la 
inversión.

Al respecto, H. Pazarci manifiesta 
que la responsabilidad contractual del 
Estado nacida del contrato suscrito 
con el inversionista extranjero es una 
responsabilidad cuasi-internacional, en 
donde existe una relación inter partes, 
y no una relación nacida del derecho 
internacional propiamente tal.4 En 
efecto, se trata en principio de un con-
trato nacido dentro del ordenamiento 

jurídico del Estado receptor de la 
inversión, pero que por voluntad de 
las partes toda disputa que surja del 
contrato será tratada dentro de un foro 
internacional y neutral.

De acuerdo con el laudo “Texaco c. 
Libia”, la referencia a un arbitraje 
internacional sería suficiente para in-
ternacionalizar el contrato; es decir, a 
situarlo dentro del orden jurídico del 
derecho de los contratos internacio-
nales.5 Al respecto, Pierre Mayer es 
de la opinión que todo dependerá de 
lo que entendamos por un arbitraje 
internacional y si el laudo dictado 
por el tribunal es realmente un laudo 
internacional y no un laudo interno.6 
Así por ejemplo, un laudo dictado por 
un tribunal CIADI sería internacional 
aunque tenga su fundamento en un 
contrato administrativo con el Estado 
si cumple con los requisitos de juris-
dicción del Centro.

Como en los antiguos casos petroleros 
de la primera mitad del siglo XX, los 
grandes proyectos de infraestructu-
ra de nuestros tiempos recurren al 
arbitraje internacional. A manera de 
ejemplo podemos citar los contratos 
suscritos por la Autoridad del Canal 
de Panamá (ACP), los cuales siguen 
el marco tradicional de los contra-
tos promovidos por la Federación 

Sin duda, la diferencia entre un arbi-
traje comercial internacional suscrito 
por una persona jurídica de derecho 
público interno y un arbitraje inter-
nacional en materia de inversiones es 
la materia objeto del arbitraje. En la 
medida en que el Estado o una entidad 
estatal actúan como un operador del 
comercio internacional, este está con-
tratando dentro de las mismas reglas 
que rigen los operadores privados. 
Como resultado, su condición guber-
namental tiene muy poca influencia 
en el régimen jurídico aplicable al 
contrato. Por el contrario, cuando el 
Estado, ya sea directamente o a través 
de una de sus dependencias, contrata 
en el ejercicio de sus prerrogativas de 
derecho público, el contrato sale de la 
esfera comercial para situarse dentro 
del derecho de las inversiones. Única-
mente el segundo grupo es el que será 
tratado en el presente escrito, puesto 
que tiene su fundamento en la función 
administrativa del Estado.

En este orden de ideas, la sección II 
desarrollará los factores que han ex-
traído a los contratos administrativos 
suscritos con el Estado fuera de la 
esfera del foro para situarlos dentro de 
la esfera internacional regida por el de-
recho internacional de las inversiones. 
Complementariamente, la sección III 

abarcará el tema complejo que tiene 
la posible interacción entre los con-
tratos administrativos y los tratados 
de inversión.

Finalmente, antes de concluir sobre la 
conveniencia o no de que los contratos 
administrativos sean resueltos a través 
de la vía arbitral, la sección IV tratará 
de la experiencia peruana en materia 
de contratación pública y el estableci-
miento de un arbitraje obligatorio que 
ha venido a desplazar a los tribunales 
de lo contencioso-administrativo.

II. Internacionalización de 
los contratos con el Estado

La internacionalización de los contra-
tos con el Estado puede darse por una 
combinación de distintos factores. Los 
dos principales son: (i) las cláusulas de 
resolución de disputas que contienen 
como foro competente un tribunal 
arbitral internacional, y (ii) la aplica-
ción del derecho internacional, ya sea 
directamente o como complemento 
del derecho interno. Por otro lado, las 
cláusulas de estabilización también 
cumplen una función importante so-
bre todo cuando se trata de contratos 
a largo plazo.
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que no se encuentre ninguna dispo-
sición de derecho interno aplicable a 
las operaciones de transporte en alta 
mar, a la soberanía del Estado sobre 
sus aguas territoriales y a la responsa-
bilidad del Estado por la violación de 
sus obligaciones internacionales.10

En realidad, el recurso a los “principios 
generales del derecho internacional”, 
“principios generalmente aceptados 
por las naciones civilizadas” (según los 
términos del artículo 38 de la Corte 
Internacional de Justicia) o bien, “prin-
cipios reconocidos por los tribunales 
internacionales”, ya sea como derecho 
directamente aplicable o como comple-
mento para llenar las lagunas existentes 
en el Estado receptor de la inversión, 
ha sido una práctica frecuente.

Al respecto, cabe distinguir entre la 
ley aplicable al contrato (lex contractus), 
producto de la autonomía de la volun-
tad de las partes y el orden jurídico de 
base sobre el cual se fundamenta el 
contrato con el Estado. De acuerdo 
con Prosper Weil, el ordenamiento 
jurídico que sirve de base al contrato 
entre un Estado y una persona extran-
jera privada puede tratarse del orden 
interno o del orden internacional, 
dependiendo en primer lugar de la 
naturaleza del contrato y, en segundo 
lugar, de la ley aplicable al contrato por 

acuerdo de las partes.11 En este sentido, 
un contrato por naturaleza de derecho 
interno como sería un contrato admi-
nistrativo puede internacionalizarse 
a través de la aplicación del derecho 
internacional. Charles Leben señala 
por su parte que, si bien los contratos 
con el Estado suponen en principio 
la aplicación del derecho interno del 
Estado receptor de la inversión, es el 
derecho internacional público el único 
orden jurídico susceptible de darle un 
carácter obligatorio a los compromisos 
adquiridos por el Estado como sujeto 
de derecho internacional.12

La interacción entre el derecho interno 
del Estado receptor de la inversión y 
el derecho internacional es reconocida 
en la Convención de Washington. En 
este sentido, el tribunal arbitral deberá 
aplicar la legislación del Estado parte 
en la controversia y aquellas normas 
de derecho internacional que pudie-
ren ser aplicables, a falta de acuerdo 
contrario entre las partes.13 De esta 
forma, aunque las partes no hayan 
acordado la aplicación de un derecho 
en particular, el hecho de que la con-
troversia relativa a un contrato con el 
Estado entre dentro de la competencia 
del CIADI es suficiente para que este 
contrato, que por naturaleza debe tra-
tarse de un contrato de inversión, sea 
regido por el derecho internacional y 

internacional de ingenieros consulto-
res (FIDIC) y utilizados comúnmente 
en el área de la construcción.7

Como es conocido, los contratos 
FIDIC cuentan con una cláusula de 
disputas en tres etapas: la primera, con-
sistente en una reclamación directa por 
parte del contratista; la segunda, ante 
una Junta de Resolución de Conflictos 
(Dispute adjudication board) que dicta 
una resolución vinculante; y la tercera, 
que se activa en caso de insatisfacción 
con lo determinado por la Junta de 
Resolución de Conflictos y que puede 
dar como resultado la constitución de 
un tribunal arbitral. En el caso de los 
contratos suscritos con ACP, suele 
establecerse un periodo de 56 días de 
arreglo amistoso (cool-off  period), antes 
de que pueda iniciarse el arbitraje, y 
como regla general, de acuerdo con 
las reglas de la Corte de Arbitraje de 
la Cámara de Comercio Internacional 
(CCI).8

Sin duda, los grandes contratos de in-
fraestructura negociados con empresas 
multinacionales alrededor del mundo 
son una muestra de las tendencias en 
materia de contratos internacionales 
con el Estado, lo cual sale del típico 
contrato administrativo regido exclusi-
vamente por el derecho administrativo 
del foro.

2. Las cláusulas de derecho 
aplicable

Como en todo contrato, la autonomía 
de la voluntad de las partes juega un 
papel fundamental en los contratos con 
el Estado. En este sentido, las partes 
son libres de estipular la aplicación del 
derecho interno del país del Estado re-
ceptor de la inversión, o del derecho in-
ternacional. Ahora bien, en una primera 
etapa los contratos con los Estados se 
encontraban en su gran mayoría regidos 
por el derecho del Estado receptor de 
la inversión, por lo que toda tentativa 
de introducir la aplicación del derecho 
internacional producía la renuencia de 
los tribunales arbitrales.

En “Aramco c. Arabia Saudita”, el tri-
bunal arbitral parte del principio que 
el contrato de concesión petrolera 
acordada por un Estado soberano 
y una sociedad privada extranjera, 
no deriva del derecho internacional 
público sino que necesariamente se 
encuentra sometido al derecho de un 
Estado determinado.9 Aun así, el tri-
bunal arbitral aceptó la aplicación de 
los principios generales del derecho y 
de los usos seguidos por la industria 
petrolera para determinar los efectos 
internacionales del contrato. Incluso 
también aceptó el recurso al derecho 
internacional público en la medida en 
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que no se encuentre ninguna dispo-
sición de derecho interno aplicable a 
las operaciones de transporte en alta 
mar, a la soberanía del Estado sobre 
sus aguas territoriales y a la responsa-
bilidad del Estado por la violación de 
sus obligaciones internacionales.10

En realidad, el recurso a los “principios 
generales del derecho internacional”, 
“principios generalmente aceptados 
por las naciones civilizadas” (según los 
términos del artículo 38 de la Corte 
Internacional de Justicia) o bien, “prin-
cipios reconocidos por los tribunales 
internacionales”, ya sea como derecho 
directamente aplicable o como comple-
mento para llenar las lagunas existentes 
en el Estado receptor de la inversión, 
ha sido una práctica frecuente.

Al respecto, cabe distinguir entre la 
ley aplicable al contrato (lex contractus), 
producto de la autonomía de la volun-
tad de las partes y el orden jurídico de 
base sobre el cual se fundamenta el 
contrato con el Estado. De acuerdo 
con Prosper Weil, el ordenamiento 
jurídico que sirve de base al contrato 
entre un Estado y una persona extran-
jera privada puede tratarse del orden 
interno o del orden internacional, 
dependiendo en primer lugar de la 
naturaleza del contrato y, en segundo 
lugar, de la ley aplicable al contrato por 

acuerdo de las partes.11 En este sentido, 
un contrato por naturaleza de derecho 
interno como sería un contrato admi-
nistrativo puede internacionalizarse 
a través de la aplicación del derecho 
internacional. Charles Leben señala 
por su parte que, si bien los contratos 
con el Estado suponen en principio 
la aplicación del derecho interno del 
Estado receptor de la inversión, es el 
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en la Convención de Washington. En 
este sentido, el tribunal arbitral deberá 
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internacional de ingenieros consulto-
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del foro.

2. Las cláusulas de derecho 
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el Estado. En este sentido, las partes 
son libres de estipular la aplicación del 
derecho interno del país del Estado re-
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ternacional. Ahora bien, en una primera 
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encontraban en su gran mayoría regidos 
por el derecho del Estado receptor de 
la inversión, por lo que toda tentativa 
de introducir la aplicación del derecho 
internacional producía la renuencia de 
los tribunales arbitrales.

En “Aramco c. Arabia Saudita”, el tri-
bunal arbitral parte del principio que 
el contrato de concesión petrolera 
acordada por un Estado soberano 
y una sociedad privada extranjera, 
no deriva del derecho internacional 
público sino que necesariamente se 
encuentra sometido al derecho de un 
Estado determinado.9 Aun así, el tri-
bunal arbitral aceptó la aplicación de 
los principios generales del derecho y 
de los usos seguidos por la industria 
petrolera para determinar los efectos 
internacionales del contrato. Incluso 
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múltiples arbitrajes que han sido lla-
mados a analizar el concepto (incluso 
de forma contradictoria),16 los tratados 
de inversión de esta última década han 
entrado a delimitar su alcance. Y esto 
ya sea como un elemento para analizar 
el estándar de trato justo y equitativo17 
o, como el resultado de una cláusula 
de observancia de los compromisos 
adquiridos –llamada también “cláu-
sula paraguas”, por medio de la cual 
el Estado se compromete a través de 
un tratado de inversión a respetar sus 
compromisos adquiridos vis a vis el 
inversionista.

Independientemente que el Estado 
haya suscrito un contrato de inversión 
con un inversionista extranjero, este 
puede estar protegido por un tratado 
de inversión suscrito entre el Estado 
receptor de la inversión y el Estado 
de origen del inversionista. Sin em-
bargo, cuando se encuentran ambas 
alternativas disponibles (i.e., cláusula 
de resolución de conflictos de acuerdo 
al contrato y un arbitraje internacional 
competente para resolver las contro-
versias nacidas del tratado), se abre la 
interrogante de saber ante qué tribunal 
presentar las reclamaciones contra del 
Estado.

La clave está en determinar cuál es 
el fundamento de la demanda. Si el 

fundamento se encuentra en las vio-
laciones del contrato se trata de una 
disputa contractual que debe dirimirse 
ante el tribunal competente (judicial o 
arbitral) de acuerdo con los términos 
de la cláusula de resolución de con-
flictos del contrato. Por otra parte, 
si el fundamento de la demanda se 
encuentra en una posible violación del 
tratado y de los compromisos adquiri-
dos por el Estado a través del tratado, 
el inversionista deberá probar dicha 
violación independientemente de que 
exista o no una relación contractual.

En algunas ocasiones, sobre todo 
cuando se trata de tratados suscritos en 
los años 1990, los tribunales arbitrales 
han tenido que entrar a analizar la exis-
tencia de la cláusula de respeto de las 
obligaciones contraídas por el Estado, 
mayormente conocidas como cláusula 
paraguas o cláusulas de observancia.

La cláusula paraguas, muy común en 
los tratados de inversión suscritos en 
los años 1990, tiene por efecto situar el 
contrato suscrito con el Estado bajo la 
protección del tratado de inversiones. 
En otras palabras, la cláusula refleja 
los compromisos privados adquiridos 
contractualmente sobre el plano inter-
nacional del tratado. En este sentido, 
las violaciones del contrato podrían 
analizarse igualmente como una 

no únicamente por el derecho interno 
del Estado receptor de la inversión.

3. Cláusulas de estabilización

Las cláusulas de estabilización o de 
intangibilidad tienen por objetivo 
“estabilizar” el derecho aplicable. Esto 
puede darse mediante la combinación 
del derecho interno con los principios 
generales del derecho, pero fundamen-
talmente a través de un compromiso 
por parte del Estado a no modificar 
su legislación en detrimento del inver-
sionista extranjero que entra en una 
relación contractual con el Estado. 
Como consecuencia, el derecho inter-
no del Estado receptor que se aplica 
deja de tener un carácter estrictamente 
nacional, dando como resultado un 
“derecho estabilizado” por el derecho 
internacional.

En “Aminoil”, el gobierno de Kuwait 
había anulado una concesión petrolera a 
través de una medida de nacionalización 
adoptada en 1977.14 En dicho contrato 
suscrito en 1948, las partes habían 
acordado resolver sus disputas en un 
arbitraje internacional. Adicionalmente, 
a través del artículo 17 del contrato, el 
gobierno había acordado no dictar nin-
guna ley general o especial, ni ninguna 
medida administrativa o acto con el 
fin de anular el acuerdo. Al respecto, el 

tribunal arbitral manifestó que el dere-
cho internacional reconoce la nacionali-
zación como una prerrogativa soberana 
del Estado que puede verse limitada 
por los compromisos aceptados por el 
Estado en el contrato de concesión.15 
En realidad, no se trata que el Estado 
no pueda modificar su legislación sino 
más bien que cualquier modificación 
que pudiera afectar el contrato no le 
será aplicable. En otras palabras, el 
contrato se encuentra exento de las 
modificaciones que pueda adoptar el 
Estado receptor de la inversión.

El fundamento de este principio es 
que la cláusula de estabilización crea 
una expectativa legítima en el inver-
sionista que debe ser respetada por 
el Estado. De no ser así, el incumpli-
miento de este compromiso produce 
la responsabilidad internacional del 
Estado, debiendo este indemnizar al 
inversionista por violaciones al con-
trato así estabilizado por el derecho 
internacional.

III. Interacción entre los 
contratos de inversión y los 
tratados de inversión

Las expectativas legítimas del inver-
sionista extranjero es un concepto 
que ha tomado fuerza en estos últimos 
años. En efecto, como resultado de 
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ya sea como un elemento para analizar 
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o, como el resultado de una cláusula 
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adquiridos –llamada también “cláu-
sula paraguas”, por medio de la cual 
el Estado se compromete a través de 
un tratado de inversión a respetar sus 
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haya suscrito un contrato de inversión 
con un inversionista extranjero, este 
puede estar protegido por un tratado 
de inversión suscrito entre el Estado 
receptor de la inversión y el Estado 
de origen del inversionista. Sin em-
bargo, cuando se encuentran ambas 
alternativas disponibles (i.e., cláusula 
de resolución de conflictos de acuerdo 
al contrato y un arbitraje internacional 
competente para resolver las contro-
versias nacidas del tratado), se abre la 
interrogante de saber ante qué tribunal 
presentar las reclamaciones contra del 
Estado.

La clave está en determinar cuál es 
el fundamento de la demanda. Si el 

fundamento se encuentra en las vio-
laciones del contrato se trata de una 
disputa contractual que debe dirimirse 
ante el tribunal competente (judicial o 
arbitral) de acuerdo con los términos 
de la cláusula de resolución de con-
flictos del contrato. Por otra parte, 
si el fundamento de la demanda se 
encuentra en una posible violación del 
tratado y de los compromisos adquiri-
dos por el Estado a través del tratado, 
el inversionista deberá probar dicha 
violación independientemente de que 
exista o no una relación contractual.

En algunas ocasiones, sobre todo 
cuando se trata de tratados suscritos en 
los años 1990, los tribunales arbitrales 
han tenido que entrar a analizar la exis-
tencia de la cláusula de respeto de las 
obligaciones contraídas por el Estado, 
mayormente conocidas como cláusula 
paraguas o cláusulas de observancia.

La cláusula paraguas, muy común en 
los tratados de inversión suscritos en 
los años 1990, tiene por efecto situar el 
contrato suscrito con el Estado bajo la 
protección del tratado de inversiones. 
En otras palabras, la cláusula refleja 
los compromisos privados adquiridos 
contractualmente sobre el plano inter-
nacional del tratado. En este sentido, 
las violaciones del contrato podrían 
analizarse igualmente como una 

no únicamente por el derecho interno 
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no del Estado receptor que se aplica 
deja de tener un carácter estrictamente 
nacional, dando como resultado un 
“derecho estabilizado” por el derecho 
internacional.

En “Aminoil”, el gobierno de Kuwait 
había anulado una concesión petrolera a 
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adoptada en 1977.14 En dicho contrato 
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acordado resolver sus disputas en un 
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a través del artículo 17 del contrato, el 
gobierno había acordado no dictar nin-
guna ley general o especial, ni ninguna 
medida administrativa o acto con el 
fin de anular el acuerdo. Al respecto, el 

tribunal arbitral manifestó que el dere-
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del Estado que puede verse limitada 
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una expectativa legítima en el inver-
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el Estado. De no ser así, el incumpli-
miento de este compromiso produce 
la responsabilidad internacional del 
Estado, debiendo este indemnizar al 
inversionista por violaciones al con-
trato así estabilizado por el derecho 
internacional.

III. Interacción entre los 
contratos de inversión y los 
tratados de inversión

Las expectativas legítimas del inver-
sionista extranjero es un concepto 
que ha tomado fuerza en estos últimos 
años. En efecto, como resultado de 
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éstas solo pueden ser sometidas a ar-
bitraje. Concretamente, el reglamento 
aplicable dispone que en casos en que 
la entidad decida declarar la nulidad 
de oficio del contrato, el contratista 
tendrá el derecho a someter la contro-
versia a arbitraje.25

Cabe señalar que, a diferencia de los 
arbitrajes contractuales internacio-
nales, los contratos regulados por la 
ley de contrataciones deberán nece-
sariamente contener una cláusula de 
solución de controversias.26 Los laudos 
arbitrales así proferidos de acuerdo 
con la ley podrán sujetarse al recurso 
de anulación de acuerdo con la ley de 
arbitraje peruana únicamente.27

Específicamente, la nueva ley redefine 
el papel de la OSCE, estableciéndose 
que su intervención en los arbitrajes 
en la contratación pública responden 
al principio de subsidiaridad.28 Se trata 
de un arbitraje catalogado por muchos 
como un arbitraje “obligatorio” o cuasi 
obligatorio.29 Sin duda, este tipo de 
arbitraje no es la norma en la mayoría 
de los países latinoamericanos y en 
presencia de inversionistas extranjeros 
no se descarta el recurso al arbitraje 
internacional pactado entre las partes 
o, un arbitraje inversionista-estado 
sobre la base de un tratado en caso de 
que esta vía sea posible.

V. A manera de 
conclusión: ¿jueces o 
árbitros para resolver las 
controversias contractuales 
internacionales con el 
Estado?

El arbitraje se ha utilizado desde 
tiempos inmemoriales como medio 
para resolver las controversias contrac-
tuales internacionales. Cuando estas 
controversias se presentan entre un 
Estado y un nacional de otro Estado 
surgen muchas interrogantes sobre la 
legitimidad del arbitraje como medio 
para resolver controversias que invo-
lucran decisiones del estado dentro de 
su imperium.

Salvo casos excepcionales como la 
experiencia de la República del Perú 
para controversias en materia de con-
trataciones públicas, el arbitraje no es 
precisamente el medio idóneo en el 
que se suelen resolver las disputas de 
carácter administrativo. Sin embargo, 
cuando la controversia involucra inte-
reses extranjeros, el arbitraje resurge 
como la alternativa propicia para re-
solver las controversias internacionales 
con el Estado.

En este orden de ideas, a la pregunta 
si son los jueces o los árbitros quie-
nes deben resolver las controversias 

violación del tratado.18 Esta protección 
deriva del principio de buena fe que 
debe reinar en los contratos suscritos 
por el Estado.

El principio de buena fe y la respon-
sabilidad del Estado por violaciones 
al contrato son aspectos reconocidos 
en instrumentos internacionales desde 
inicios del siglo XX. Así, la Conferen-
cia de Derecho Internacional de La 
Haya de 1929 sobre la responsabilidad 
internacional de los Estados prevé la 
responsabilidad por daños causados 
a un extranjero producto del cambio 
en la legislación del Estado que direc-
tamente infringe derechos derivados 
de una concesión otorgada o de un 
contrato con el Estado.19 Los tratados 
de inversión suscritos en esta última 
década no incluyen por lo general di-
cha cláusula, evitando así confusiones 
entre las demandas contractuales y las 
demandas sobre la base del tratado.20

IV. El arbitraje en la 
contratación pública: el caso 
de la República del Perú

La Ley de contrataciones públicas en 
Perú recientemente entrada en vigor 
adopta cambios significativos en ma-
teria de solución de controversias que 
surjan en la etapa de ejecución del 
contrato.21 Ahora bien, ya desde hace 

años el Perú contaba al arbitraje como 
un medio de solución de controversias 
que surjan durante la etapa de ejecu-
ción de un contrato regulado por la 
ley de contrataciones y adquisiciones 
del Estado.22

La ley establece un régimen institucio-
nal de arbitraje especializado para la 
solución de controversias en las con-
trataciones con el Estado que deberá 
realizarse en una institución acreditada 
por el Organismo Supervisor de Con-
trataciones con el Estado (OSCE).23 
La ley también permite los arbitrajes 
ad hoc, regidos en principio, por lo 
pactado entre las partes; en defecto 
de este pacto, se aplica la regulación 
del reglamento de ley y de las directi-
vas correspondientes del OSCE. En 
este sentido, un tribunal ad hoc deberá 
cumplir con el código de ética apro-
bado por el OSCE y el principio de 
transparencia que rige los arbitrajes en 
materia de contratos con el Estado.24

Según el artículo 45 de la nueva ley, 
“las controversias que surjan entre 
las partes sobre la ejecución, inter-
pretación, resolución, inexistencia, 
ineficacia o invalidez del contrato se 
resuelven mediante conciliación o ar-
bitraje, según el acuerdo de las partes”. 
No obstante, cuando las controversias 
versen sobre la nulidad del contrato, 
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aplicable dispone que en casos en que 
la entidad decida declarar la nulidad 
de oficio del contrato, el contratista 
tendrá el derecho a someter la contro-
versia a arbitraje.25

Cabe señalar que, a diferencia de los 
arbitrajes contractuales internacio-
nales, los contratos regulados por la 
ley de contrataciones deberán nece-
sariamente contener una cláusula de 
solución de controversias.26 Los laudos 
arbitrales así proferidos de acuerdo 
con la ley podrán sujetarse al recurso 
de anulación de acuerdo con la ley de 
arbitraje peruana únicamente.27

Específicamente, la nueva ley redefine 
el papel de la OSCE, estableciéndose 
que su intervención en los arbitrajes 
en la contratación pública responden 
al principio de subsidiaridad.28 Se trata 
de un arbitraje catalogado por muchos 
como un arbitraje “obligatorio” o cuasi 
obligatorio.29 Sin duda, este tipo de 
arbitraje no es la norma en la mayoría 
de los países latinoamericanos y en 
presencia de inversionistas extranjeros 
no se descarta el recurso al arbitraje 
internacional pactado entre las partes 
o, un arbitraje inversionista-estado 
sobre la base de un tratado en caso de 
que esta vía sea posible.

V. A manera de 
conclusión: ¿jueces o 
árbitros para resolver las 
controversias contractuales 
internacionales con el 
Estado?

El arbitraje se ha utilizado desde 
tiempos inmemoriales como medio 
para resolver las controversias contrac-
tuales internacionales. Cuando estas 
controversias se presentan entre un 
Estado y un nacional de otro Estado 
surgen muchas interrogantes sobre la 
legitimidad del arbitraje como medio 
para resolver controversias que invo-
lucran decisiones del estado dentro de 
su imperium.

Salvo casos excepcionales como la 
experiencia de la República del Perú 
para controversias en materia de con-
trataciones públicas, el arbitraje no es 
precisamente el medio idóneo en el 
que se suelen resolver las disputas de 
carácter administrativo. Sin embargo, 
cuando la controversia involucra inte-
reses extranjeros, el arbitraje resurge 
como la alternativa propicia para re-
solver las controversias internacionales 
con el Estado.

En este orden de ideas, a la pregunta 
si son los jueces o los árbitros quie-
nes deben resolver las controversias 

violación del tratado.18 Esta protección 
deriva del principio de buena fe que 
debe reinar en los contratos suscritos 
por el Estado.

El principio de buena fe y la respon-
sabilidad del Estado por violaciones 
al contrato son aspectos reconocidos 
en instrumentos internacionales desde 
inicios del siglo XX. Así, la Conferen-
cia de Derecho Internacional de La 
Haya de 1929 sobre la responsabilidad 
internacional de los Estados prevé la 
responsabilidad por daños causados 
a un extranjero producto del cambio 
en la legislación del Estado que direc-
tamente infringe derechos derivados 
de una concesión otorgada o de un 
contrato con el Estado.19 Los tratados 
de inversión suscritos en esta última 
década no incluyen por lo general di-
cha cláusula, evitando así confusiones 
entre las demandas contractuales y las 
demandas sobre la base del tratado.20

IV. El arbitraje en la 
contratación pública: el caso 
de la República del Perú

La Ley de contrataciones públicas en 
Perú recientemente entrada en vigor 
adopta cambios significativos en ma-
teria de solución de controversias que 
surjan en la etapa de ejecución del 
contrato.21 Ahora bien, ya desde hace 
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cuya relación contractual data de 1948, JDI, 1987, p. 869.
2  El CIADI fue creado a través del Convenio sobre arreglo de diferencias a inversiones en-
tre Estados y nacionales de otros Estados en la ciudad de Washington en 1965 (Convenio 
CIADI), entrando en vigor el 14/10/1966 cuando fue ratificado por 20 países. Actualmente 
cuenta con 153 países miembros; listado disponible en: https://icsid.worldbank.org/apps/
ICSIDWEB/about/Pages/Database-of-Member-States.aspx?tab=AtoE&rdo=CSO (última 
visita 7-12-2016).
3  Informe de los Directores Ejecutivos de Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento 
acerca del Convenio sobre arreglo de diferencias relativas a inversiones entre Estados y nacio-
nales de otros Estados, p. 10.
4  H. Pazarci, “La responsabilité des Etats á l’occasion des contrats conclu entre Etats et per-
sonnes privées étrangères”, RGDIP, 1975, p. 358.
5  “Texaco-Calasiatic c. Gobierno de Libia”, laudo de 19/01/1977, JDI, 1977, pp. 330-389.
6  P. Mayer, “La neutralisation du pourvoir normatif  de l´état en matière de contrats d’état”, 
JDI, 1986, pp. 5, 32.
7  Federación Internacional de ingenieros consultores, www.fidic.org.
8  Este fue el caso de la disputa entre la ACP con el Grupo Unidos por el Canal durante la am-
pliación del Canal de Panamá. El contrato de ampliación, en su cláusula 20.6, establece entre 
otros términos, el recuso a un arbitraje CCI con sede en Miami, Florida.
9  “Aramco c. Arabia Saudita”, laudo de 23/08/1958, RCADI, 1963, p. 273.
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12  Ch. Leben, “Retour sur la notion de contrat d´état et sur le droit applicable à celui-ci”, Mé-
langes offertes à Hubert Thierry. L´évolution du droit international, Paris, Pedone, 1998, pp. 247-280.
13  Artículo 42 del Convenio CIADI, reglamento y reglas, CIADI/15, abril de 2006.
14  “American independent oil (AMINOIL) c. Kuwait”, laudo 24/03/1982, JDI, 1982, pp. 869-909.

internacionales con el Estado, la 
respuesta dependerá no solamente 
de la calidad de las partes y el poder 
de negociación de la parte privada, 
sino también de la materia objeto del 
contrato. Es probable que un contra-
to netamente administrativo sea más 
eficazmente resuelto a través de los 
tribunales administrativos y judiciales 
del Estado receptor de la inversión.

No obstante, si el contrato sale de la 
esfera natural del foro, involucrando la 
aplicación del derecho internacional, la 
garantía de contar con un foro neutral 
a nivel internacional puede resultar 
beneficioso tanto para el inversionista 
privado como para el Estado que quie-
re promover las inversiones extranjeras 
dentro de su territorio. Aun así, la 
experiencia ha demostrado que, en 
materia de inversiones internacionales, 
incluso sobre la base de un contrato, 
se requiere contar con un sistema que 
garantice el justo equilibrio entre los 
derechos del inversionista y el derecho 
a regular del Estado por razones de 
orden público y social.

Vale la pena recordar que es precisa-
mente la percepción de un sistema des-
equilibrado en favor del inversionista 
lo que ha causada que varios países 
como Venezuela, Ecuador y Bolivia30 
se separen del sistema, ya sea denun-
ciando la Convención de Washington31 
o denunciando sus tratados de inver-
sión,32 dejando como única vía los 
tribunales judiciales o administrativos 
del foro – y la aplicación del derecho 
interno, para resolver los conflictos 
que puedan surgir entre el Estado 
e inversionistas extranjeros. Estas 
reacciones son un claro retorno a la 
doctrina calvo, de acuerdo con la cual 
toda controversia relativa a un contrato 
con el Estado debe estar sometida a los 
tribunales del Estado, a la exclusión de 
toda acción internacional.33

En resumen, únicamente un sistema 
que garantice el equilibrio entre las 
obligaciones y derechos de los dife-
rentes actores en el sistema, así como 
un mayor grado de transparencia y 
predictibilidad, podrá ser eficiente para 
resolver las controversias contractuales 
internacionales con el Estado.
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2011, p. 134, disponible en: http://www.SciRP.org/journal/blr.
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Ver por ejemplo, “Inter alia SA”, decisión del 18/10/1923; “Tinoco (Aguilar-Amory & Royal 
Bank of  Canada)”; “Reino Unido c./ Costa Rica, Recueil de S.A.”, vol. I, pp. 375-399.

15  Para algunos comentarios ver G. Burdeau, “Droit international et contrats d’État. La sen-
tence ‘Aminoil c/ Koweït’, de 24/03/1982”, AFDI, 1982, pp. 454-70; Ph. Kahn, “Contrats 
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F. Mann, “The Aminoil arbitration”, BYIL, 1983, p. 213-21; A. Sinclair / M. Hunter, “The 
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16  Ver, por ejemplo, “Société Générale de Surveillance S.A. c./ Pakistán”, CIADI caso n° 
ARB/01/13, Decisión sobre la competencia de 6 de agosto de 2003, ICSID Rev.- FILJ, vol. 
18, 2003, p. 307; ILM, vol. 42, 2003, p. 1290 (negando todo efecto a la cláusula paraguas al 
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I. Introdução

A Reflexão sobre os novos rumos do 
Direito Internacional Privado é uma 
oportunidade de conscientização da 
própria trajetória, um ponto no cir-
cuito espaço temporal, um instigante 
passo, que nos encoraja à abertura, à 
não acomodação.

Por outro lado, trata-se de um exercí-
cio de humildade, de formulação de 
indagações e compartilhamento de 
pesquisas em curso, sem a pretensão 
de distribuir certezas.

Certamente o presente artigo presta-
se ao reconhecimento de trabalhos 
que nos inspiram e motivaram ao 
longo do percurso. Estou em um 
bom momento para identificar nos 
mestres mais jovens, bem como nos 
inúmeros alunos-parceiros um papel 
que aglutina os dons de mestres e nos 
transmite o entusiasmo de constantes 
aprendizes.1

II. Novos fatores 
contributivos da 
transnacionalidade

Já tive a oportunidade de comentar 
como na nova sociedade universal as 
principais forças produtivas2 “com-
preendendo o capital, a tecnologia, a 
força de trabalho e a divisão transna-
cional do trabalho, ultrapassam fron-
teiras geográficas, históricas e culturais, 
multiplicando-se assim as suas formas 
de articulação e contradição”.3 Desde 
o último quarto do século passado, 
a vida cotidiana foi definitivamente 
impactada pela revolução tecnológica 
que elevou a velocidade e o dinamis-
mo como valores indissociáveis das 
instituições sociais.4

O impacto da globalização sobre o ar-
cabouço jurídico na época contempo-
rânea se reflete exponencialmente no 
direito internacional privado, alterando 
o seu papel e dando lugar a redes de 
conexão mais complexas.5

Resumo

Este artigo aborda os novos rumos do Direito 
Internacional Privado, especialmente sua 
abrangência em relação a alguns temas de 
relevo da época contemporânea. Reporta-se 
a nomenclatura do direito transnacional e 
outros conceitos relacionados, bem como a 
nova perspectiva da governança global. São 
examinadas a convergência com o Direito 
Internacional Público e o Direito Internacional 
Privado, e as novas concepções centradas no 
pluralismo e nos direitos humanos. São elencados 
campos de estudo que se prestam ao novo enfoque, 
como o Direito Ambiental Internacional.

Abstract

This paper overviews the new trends in Private 
International Law, specially its inclusion of  
themes of  relevance in the contemporary era. 
Other approaches, such as transnational law and 
other relevant concepts and related concepts are 
commented focus is given on the convergence with 
public international law and private international 
law and the new approaches based in pluralism 
and human rights. Some fields that are good 
examples of  such convergence are pointed out, 
such as international environmental law.

Sumário

I. Introdução. 
II. Novos fatores contributivos da 
transnacionalidade. 
III. Direito Internacional Privado e diferentes 
visões sobre seu objeto de estudo. 
IV. Relações entre o Direito Internacional 
Público e o Direito Internacional Privado e novos 
rumos transnacionais. 
V. Governança global na nova concepção do 
Direito Internacional Privado. 
VI. Outros enfoques sobre governança. 1. 
A gênese e a articulação com outras áreas 
de interesse. 2. Comentários sobre algumas 
abordagens de governança. 3. Alguns exemplos 
ilustrativos. 
VII. Conclusão*. 
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a qual se integram as suas dimensões 
nacionais, internacionais e cosmopo-
litas- plasmando a ideia de cidadania 
multidimensional (constitucional, 
internacional e cosmopolita).13

III. Direito Internacional 
Privado e diferentes visões 
sobre seu objeto de estudo

Há que se recordar o ponto de partida, 
dando crédito ao impulso da curio-
sidade intelectual e acadêmica que 
permitiu o vislumbre da missão mais 
arrojada para o direito internacional 
privado: assim se tornou possível con-
cepção mais ampla para o seu objeto.

As definições clássicas dos ramos do 
direito internacional não condizem 
com as particularidades da sociedade 
hodierna. Foi criada uma cisão histó-
rica e epistemológica entre essas duas 
esferas que precisa ser superada para 
que haja efetiva proteção do indiví-
duo, promoção do bem comum e da 
justiça. Em inventário recente sobre 
a evolução do direito internacional 
privado brasileiro,14 registramos o 
posicionamento de Jacob Dolinger, 
que há décadas já identificava a admis-
sibilidade da abrangência pelo Direito 
Internacional Privado de todas as cate-
gorias de leis, tanto de direito privado 

como de público, como uma das mais 
interessantes e controvertidas questões 
suscitadas na doutrina.15

O Direito Internacional Privado, apto 
a acompanhar as mudanças da socie-
dade internacional provocadas pela 
fase da globalização do século XXI, 
enfrenta novos desafios. Embora sua 
finalidade seja a de prover soluções 
aos problemas derivados das relações 
privadas conectadas com mais de um 
ordenamento jurídico, uma vez que 
estas precisam de regulamentação es-
pecífica pela existência do elemento de 
estraneidade,16 vale historiar as distin-
tas visões sobre seu escopo que foram 
sendo construídas pela doutrina.

A Escola de Direito do Rio de Janeiro, 
na linha da escola francesa, consagra 
um objeto de estudo amplo e não 
se restringe a instituições do direito 
privado. A disciplina abrange a na-
cionalidade, a condição jurídica do 
estrangeiro, o conflito de jurisdições, 
o reconhecimento de sentenças es-
trangeiras e o conflito de leis, e pode 
abranger questões fiscais, financeiras, 
monetário-cambiais, penais e admi-
nistrativas, que assumem aspectos 
internacionais e exigem que se recorra 
a regras e princípios do Direito Inter-
nacional Privado.17

O direito internacional privado6 é 
classicamente visto como o ramo do 
direito interno que regula, direta ou 
indiretamente, as relações privadas 
internacionais. Na formulação de 
Erik Jayme7 os tempos pós-modernos 
significam pluralidade, comunicação, 
velocidade, fluidez e internaciona-
lidade das relações privadas. Dê-se 
destaque à pluralidade ou pluralismo: 
pluralidade de sujeitos de direito na 
sociedade atual, pluralidade de agentes 
no mercado, interno e global, plurali-
dade de vínculos obrigacionais a unir 
pessoas de diversos países e origens. 
Acrescente-se, nesta complexa teia, 
a pluralidade de fontes legislativas, 
internas e internacionais, de sistemas 
jurídicos e consequente pluralidade de 
soluções jurídicas.8

Dessa forma, por conta da crescente 
internacionalização das relações pri-
vadas, o direito internacional privado 
é uma ferramenta de grande utilidade 
para os juristas contemporâneos, pois 
lhes permitirá adotar uma abordagem 
dinâmica, pluralista e dialética na busca 
pela solução mais justa para as situa-
ções jurídicas multiconectadas.9

O fato de que os Estados deixaram 
de ser os únicos sujeitos de direito 
internacional significou de certa forma 
uma democratização desse direito, que 

passou a atingir indivíduos, organiza-
ções e negócios.

No plano do direito internacional, 
dentre as fontes doutrinárias e nor-
mativas, cabe destacar os princípios 
que regem a Novíssima Ordem In-
ternacional, a qual chega a formar, na 
época contemporânea, um novo direi-
to transnacional ou cosmopolita, que 
consagra valores de boa-fé, respeito 
aos direitos individuais e novos bali-
zamentos para o exercício do poder 
Estatal. Tal Novíssima Ordem Inter-
nacional aponta mudanças na corre-
lação de forças com os investidores, e 
já apresentou também novos cenários 
para as empresas transnacionais e para 
a regulação de sua atuação, nascida a 
partir da década de 1970.10

A ligação entre o direito cosmopolita, 
que contém os princípios e as regras 
sobre as relações entre os Estados, 
as organizações internacionais, os 
indivíduos e as empresas no espaço 
supranacional não estatal11 e o direito 
interno dos Estados é o conceito de 
cidadania multidimensional (constitu-
cional, internacional e cosmopolita).12

O cosmopolitismo também corpo-
rifica uma percepção dos problemas 
em escala global, consagrado na visão 
holista dos direitos humanos, segundo 
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Outro fator digno de realce na comple-
xidade da sociedade internacional é a 
multiplicação qualitativa e quantitativa 
de novos atores no cenário mundial, 
como organizações intergovernamen-
tais, organizações não governamentais, 
empresas multinacionais e indiví-
duos.24 Por conseguinte, o desafio do 
direito Internacional no século XXI é 
buscar a efetividade e operacionalidade 
de seus meios para atingir os fins aos 
quais se destina.25

Nádia de Araujo, por sua vez, sempre 
incentivou a adequação do Direito 
Internacional Privado ao paradigma 
dos Direitos Humanos, em sua nova 
centralidade no ordenamento jurídico 
brasileiro.26

IV. Relações entre o direito 
internacional público e 
o direito internacional 
privado e novos rumos 
transnacionais

Philip Jessup foi um dos primeiros 
autores a sustentar que devido à cres-
cente complexidade das relações jurí-
dicas no cenário mundial, era preciso 
superar o hiato hermenêutico e episte-
mológico estabelecido entre os ramos 
do direito internacional, utilizando 
então a expressão direito transnacio-
nal “para incluir todas as normas que 

regulam atos ou fatos que transcendem 
as fronteiras nacionais. Tanto o direito 
público quanto o direito privado estão 
compreendidos, como estão outras 
normas que não se enquadram nessas 
categorias clássicas”.27

Conclusão semelhante foi a de An-
dreas Lowenfeld28 durante curso 
proferido na Academia de Haia, onde, 
desejando superar a tradição bidimen-
sionalista do ensino do direito interna-
cional, defendeu que a convergência 
não mais se baseava em projeções 
doutrinárias, pois do seu ponto de vista 
já era realidade palpável:

But why is that two branches – a private and 
a public one – have grown from the same tree 
of  international law? And why is that those 
two branches have had so little in common? 
Why are the teaching and the learning, the 
practice of  the States, and the decisions of  
courts so different in the law of  international 
conflicts than in the international conflict of  
laws?

(…) My thesis is that public international 
law has been too rigid, too rule-orientated, 
and therefore too abstract, in part because 
it has been insulated from the more flexible, 
approach-oriented developments of  private 
international law. On the other hand, while 
modern private international law (or conflict 
of  laws), has applied increased sophistication 

Carmen Tiburcio e Luís Roberto 
Barroso atentam para a onipresença 
da dignidade da pessoa humana no 
discurso transnacional, no direito 
contemporâneo e no Direito Interna-
cional. Como afirma Barroso, “a dig-
nidade humana tornou-se um conceito 
central e recorrente na fundamentação 
de decisões de cortes constitucionais 
e tribunais superiores de todo o mun-
do”.18 A preocupação com a “digni-
dade da pessoa humana” e o próprio 
termo vêm sendo inseridos em inú-
meros tratados e declarações que são 
aplicados por cortes internacionais.19

Nos últimos anos, cortes e tribunais 
constitucionais de todo o mundo co-
meçaram a se engajar em um crescente 
diálogo constitucional envolvendo ci-
tação mútua, intercâmbio acadêmico e 
organização de fóruns públicos como 
a Comissão de Veneza. Dois fatores 
têm contribuído para o aprofunda-
mento desse processo. Em primeiro 
lugar, os países onde o Estado de 
direito foi instaurado mais recente-
mente se espalham, com frequência, na 
experiência de democracias mais sedi-
mentadas. Nas últimas décadas, ondas 
de democratização alcançaram diver-
sas partes do mundo (...). O segundo 
fator envolve o compartilhamento de 
experiências entre as democracias mais 
maduras e tradicionais. Sociedades 

plurais e altamente complexas se de-
param com desafios em áreas que vão 
da segurança nacional até questões 
religiosas, raciais e sexuais. Decisões 
judiciais estrangeiras podem oferecer 
novas informações e perspectivas, 
e também ajudar na construção de 
consensos.20

A doutrina nacional contemporânea 
também partilha dessa ideia, como se 
lê em Cláudia Lima Marques21 para 
quem o Direito Internacional Privado 
“em plena pós-modernidade, é um 
ramo misto do direito, tendo em vista 
a sua atual pluralidade de métodos, 
de normas de Direito Internacional 
Privado e o fim das barreiras claras 
entre os ramos do Direito Privado e 
do Direito Público”.

Celso Duvivier de Albuquerque Mello, 
dentre os doutrinadores brasileiros, 
destacou-se por sua visão crítica, que 
permitiu a construção do conceito de 
Direito Internacional do Desenvolvi-
mento. Tendo em vista a não corres-
pondência da formulação clássica do 
Direito Internacional Público com os 
dias atuais, a sua revisão foi mandatória 
para torna-lo mais efetivo.22

Paulo Borba Casella aponta como um 
dos dados da pós-modernidade a “pri-
vatização do Direito Internacional”.23 
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limitados em processo de reformu-
lação contínua. Embora os Estados 
ainda sejam atores com papel proemi-
nente na economia global, percebe-se 
a redução do controle que possuem de 
determinadas dinâmicas mundiais e o 
aumento do poder de outros atores 
que atuam na esfera global, como or-
ganizações internacionais e empresas 
multinacionais.35

O Direito Internacional Público, em 
sua forma clássica, era considerado 
como a disciplina que estuda o sistema 
de regras, princípios e costumes que 
regulam as relações entre os Estados.36 
Os demais sujeitos de direito inter-
nacional, indivíduos e organizações 
internacionais, eram ignorados nesse 
conceito37 que se apresentava rígido e 
abstrato demais.38

Para os que consideram que o direito 
internacional privado tem seu con-
teúdo restrito às questões privadas 
internacionais, rejeitando demandas 
que envolviam elementos públicos, 
há resistência e o receio de lidar com 
interpretação de ações governamen-
tais.39 O reconhecimento da intrínse-
ca relação entre as esferas pública e 
privada também no âmbito do direito 
internacional encontra agora mais 
aceitação na doutrina.

Diego Fernández Arroyo expõe as mu-
danças contemporâneas que o ramo 
privado do direito internacional vem 
sofrendo e propõe a criação de novas 
ferramentas da disciplina para a pro-
teção da pessoa humana. Fernández 
Arroyo trata também do acesso à jus-
tiça às vítimas de violações de direitos 
humanos, abordando as técnicas do 
forum non conveniens e forum necessitatis.40

Critica-se, nesse contexto, a separação 
artificial entre o Direito Internacional 
Público e o Direito Internacional 
Privado. Desde as últimas décadas do 
século XX, quando a preocupação 
com os direitos humanos passou a ser 
encampada pelo direito internacional, 
os indivíduos se tornaram mais prote-
gidos contra os excessos do poder pú-
blico, no âmbito interno e na interna-
cional. No entanto, segundo parte da 
doutrina, por conta dos pressupostos 
da concepção clássica da soberania, os 
reflexos não se fizeram sentir na mes-
ma proporção no direito interno e nas 
fontes do direito internacional privado. 
Permitiu–se uma lacuna que gerou um 
“empoderamento” dos atores privados 
transnacionais, que detêm diversos 
direitos, mas não possuem deveres na 
mesma proporção.41

Infere-se a crescente ampliação e 
convergência desses dois domínios 

to the solution of  wholly private disputes, it 
has shied away behind ancient slogans reflec-
ting a hostility to or fear of  governmental 
action that seems quite out of  place in the 
second half  of  the twentieth century.

O direito transnacional se retroali-
menta da crescente interação entre o 
interno e o internacional, operando 
em diversos setores para promover 
a conjugação dos chamados “novos 
atores” do sistema internacional e 
assim alcançar objetivos em comum. 
A constatação da transnacionalidade 
das relações jurídicas demonstra a re-
configuração dos padrões clássicos às 
necessidades sociais contemporâneas, 
suplantando a forçosa separação entre 
os ramos do Direito Internacional.29

O marco para essa nova aproximação 
entre direito internacional público e 
direito internacional privado é o res-
gate do ser humano como destinatário 
último das relações jurídicas que trans-
bordam as fronteiras geográficas.30

Este novo direito internacional que 
se consagra para o Terceiro Milênio 
passou por um processo de huma-
nização e revela agora sua vocação 
verdadeiramente democrática e plura-
lista, na medida em que não se dirige 
somente aos Estados soberanos, mas 
se projeta principalmente em função 

dos indivíduos da espécie humana, e, 
consequentemente, suas realizações 
no cunho da vida social como as or-
ganizações e negócios transnacionais.31

A fase da globalização no novo século 
XXI, também nomeada de pós-mo-
dernidade por alguns autores, é carac-
terizada pela pluralidade de sujeitos, 
vínculos e fontes legislativas.32 A carac-
terização de um direito internacional 
pós-moderno no contexto cultural e 
temporal presentes, com a determina-
ção de seu conteúdo e de seu papel, é 
feita por Paulo Borba Casella em uma 
visão sistêmica e relacional do direito 
internacional, abrangendo também a 
convergência do plano internacional 
com os planos internos.33

Diego Fernández Arroyo sinaliza di-
versas outras características marcantes 
do século XXI: cite-se a uniformização 
das regras do comércio internacio-
nal. Nesse particular, a Organização 
Mundial do Comércio teve papel fun-
damental, com o correlato fortaleci-
mento da dimensão transfronteiriça do 
comércio, dos fluxos de investimento, 
dos mercados financeiros e dos esque-
mas de organização produtiva.34

Nota-se, também, a perda da influência 
do poder estatal, que teve seu poder 
decisório, funções e capacidades 
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Michaels defende uma governança que 
transcenda a distinção entre as normas 
estatais e não estatais e que permita a 
implementação da governança além de 
uma eventual dicotomia estatal/não 
estatal. O autor critica a concepção 
da governança não estatal, que pode 
ter sido importante para superar a 
ideia de que toda norma é estatal, mas 
que, por outro lado, por se constituir 
da negação de uma ideia, não possui 
potencial construtivo. A governança 
à qual se deve atentar positivamente é 
a “governança além do Estado”, que 
transcende as mencionadas barreiras 
e busca um sistema global funcional-
mente diferente.50

Nesse contexto, a nova concepção 
do Direito Internacional Privado, na 
qual se insere a governança global, 
deve criar e aplicar ferramentas para 
proteger o indivíduo, sua dignidade e 
identidade cultural face aos fenômenos 
da globalização e à mundialização do 
comércio, na sociedade multicultural 
atual.51

No entanto, no cenário de criação de 
políticas fora da esfera da soberania 
estatal, o Direito Internacional Privado 
tem demonstrado certa relutância em 
revisar as premissas epistemológicas e 
metodológicas das categorias jurídicas 

westfalianas.52 A disciplina deveria 
cuidar dos processos de fragmentação 
e privatização da normatividade, disci-
plinando o exercício do poder privado 
na economia global, uma vez que bus-
ca a justiça dos conflitos53 e a proteção 
da dignidade da pessoa humana.

Dentre as posições mais críticas cite-
se Horatia Muir Watt, que sustenta 
ter o Direito Internacional Privado 
as ferramentas necessárias para o en-
frentamento do desafio da desordem 
global das ordens normativas, pois 
permite coordenar diferentes autori-
dades, promover o pluralismo jurídico 
e estabelecer conexões. Para a autora, 
o que impede a ação mais efetiva da 
disciplina, afastando-a da proteção de 
valores coletivos e bens públicos, é a 
permanência da cisão histórica entre 
ela e o Direito Internacional Público.54

Enquanto a política interestatal é o 
objeto exclusivo do ramo público 
do Direito Internacional, o Direito 
Internacional Privado ainda lida com 
a normatização puramente doméstica 
da economia entre os particulares.55 
Assim, segundo seu entendimento, 
a disciplina iusprivatista acaba igno-
rando os abusos do poder privado e 
autolimitando o seu alcance no cenário 
global.56

jurídicos em uma única ordem jurídica. 
Conforme defende Gonzalo Martin, 
busca-se estabelecer uma ordem jurídi-
ca internacional que abarque o público 
e o privado e dê a devida importância 
aos direitos humanos no direito geral.42

Diversos autores consideram que o 
direito Internacional é hoje “transna-
cional por excelência” e que é a base 
de normas provenientes de atores 
transnacionais. Percebe-se que o di-
reito transnacional atua em prol da 
emergência do indivíduo no direito 
internacional e de uma nova lex merca-
toria constituída por normas jurídicas 
transnacionais que governem a con-
duta dos agentes econômicos públicos 
ou privados.43

V. Governança global na 
nova concepção do Direito 
Internacional Privado

Alguns autores estudados em nos-
sos grupos de discussão acadêmica44 
defendem instigantes ideias quanto 
ao papel a ser exercido pelo “Direito 
Internacional- uma verdadeira ‘função 
planetária’, além da cisão histórica” 
entre os seus ramos público e privado. 
Um desafio maior seria o enfrenta-
mento da complexa questão do poder 
privado transnacional.45 Entre outras 
demandas, nota-se o requerimento do 

reconhecimento do pluralismo jurídi-
co, apesar das questões de legitimidade 
relacionadas.46

Além disso, quanto à relação entre os 
direitos humanos e o Direito Inter-
nacional Irivado, requer-se que haja 
uma confluência entre ambos, através 
da redefinição do conceito clássico de 
territorialidade proveniente da divisão 
entre os ramos público e privado do 
Direito Internacional.47 Por fim, o 
Direito Internacional Privado pode 
contribuir no enfrentamento do poder 
privado informal ao reincorporar o 
global na disciplina e construir uma 
ponte com o local, conectando os 
standards universais às circunstâncias 
locais.48

Ralf  Michaels nota que a situação 
por vezes referida como crise de go-
vernabilidade se tornou clara. Nesta, 
as ideias tradicionais sobre regulação 
focadas na regulação direta estatal não 
funcionavam. Sob o aspecto norma-
tivo, era desejável focar em reformas 
mais amplas do que apenas naquelas 
das instituições estatais. A governan-
ça, então, proveu uma alternativa ao 
governo por ser mais abrangente e 
incluir, além dos Estados, atores não 
estatais e ferramentas adicionais àque-
las impostas em uma regulação de cima 
para baixo.49
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jurídicas multiconectados. Articula-se 
a criação de diretrizes comunitárias 
para os sistemas de direito interna-
cional privado nacionais através dos 
órgãos de integração e a progressiva 
elaboração de um direito internacional 
privado comum.63

VI. Outros enfoques sobre 
Governança

Existe uma cadeia lógica ligando o 
Direito Internacional Público, o Di-
reito do Desenvolvimento, o Direito 
Internacional Econômico, o Direito 
do Comércio Internacional, em um 
nível mais superior, ao direito dos in-
vestimentos e ao direito do petróleo, 
pela natureza do próprio tema do pe-
tróleo, tão polivalente e multifacetado, 
pude inicialmente entrever a riqueza 
do direito dos investimentos.64 O ano 
de 2014 foi um momento de infle-
xão nessas pesquisas, quando tive a 
oportunidade de conduzir estudos de 
pós doutoramento na Faculdade de 
Direito da Universidade de Sciences 
Po, na França, sob a orientação do 
prof. Diego P. Fernández Arroyo, que 
ali atua como co- diretor do Centro 
de Governança Global. O trabalho 
empreendido naquele centro de ex-
celência está em um processo de ir-
radiação e inter-relacionamento com 
tantos centros de pesquisa no exterior, 

e a produção acadêmica tem sido tão 
intensa, que este trabalho nem pode 
pretender fazer um inventário comple-
to da abrangente temática. Reportan-
do-me à recente obra coletiva65 por ele 
organizada em parceria com a profa. 
Horatia Muir Watt, posso apenas citar 
as vertentes ali focalizadas: o desafio 
epistemológico, que inclui, entre ou-
tros temas: (a) uma nova visão do direi-
to comparado e da política e técnica do 
direito Internacional privado em uma 
abordagem pós-crítica;(b) uma crítica 
política da homogeneização; (c) uma 
busca de legitimidade. O comentário 
de temas ali aprofundados extrapolaria 
o âmbito destas reflexões, mas já nos 
encoraja à continuidade do processo 
de engajamento nestes estudos.

1. A gênese e a articulação 
com outras áreas de interesse

Os estudos na área de Direito do Pe-
tróleo, na verdade, se articulavam com 
outras áreas já tradicionais na UERJ, 
principalmente sob o viés da conver-
gência entre Direito Público e Privado. 
Essa é uma característica já tradicional 
no Direito Internacional Econômico. 
Alguns alunos, de tempos em tempos, 
foram retomando a interface com o 
tema do direito do desenvolvimento e 
expandindo as linhas de pesquisa das 
esferas internacional e interna. A área 

A globalização se reflete positivamente 
na percepção de que a atuação local 
não deve ser desconectada de um 
pensamento global, conscientizando-
se da universalidade e transcendência 
de fronteiras de inúmeras questões 
relevantes,57 como o meio ambien-
te, o acesso a alimentos, os direitos 
humanos, e também a regulação do 
mercado financeiro, uma vez que crises 
internacionais e injustiças sociais po-
dem assolar grande parte da sociedade 
internacional. Deve, assim, o direito 
internacional privado reafirmar sua 
vocação para a dimensão planetária 
sem deixar de lado seu enfoque local.58

Conforme James Rosenau, da pers-
pectiva da fragmentação, há distinções 
evidentes entre assuntos estrangeiros 
e internos no mundo, o que resulta na 
possibilidade de os desafios globais re-
percutirem em pequenas comunidades 
e de os problemas locais se tornarem 
transnacionais. A carência de padrões 
globais permanece no sistema inter-
nacional.59

Por esse motivo, a nova concepção 
global do direito internacional privado 
deve envolver modificações de seus 
pressupostos. É imperiosa a atuali-
zação do discurso “nacionalista” e o 
reconhecimento da elaboração de nor-
mas privadas de direito internacional 

por sistemas de integração supranacio-
nais ou intergovernamentais. Os Esta-
dos membros de espaços integrados 
cedem parte de suas soberanias60 e, no 
cenário internacional contemporâneo, 
configura-se a emergência de normas 
substantivas não estatais que reivindi-
cam a normatividade sobre questões 
que transcendem fronteiras.61 Na 
pluralidade jurídica, normas são elabo-
radas não só por autoridades estatais, 
mas também por outros atores que 
atuam além das fronteiras dos Estados.

Nessa conjuntura, as esferas de auto-
ridade chamam a atenção para as inú-
meras áreas nas quais diferentes atores 
interagem hierarquicamente. Enquan-
to em algumas esferas, os Estados e 
as organizações intergovernamentais 
são os atores prioritários, em outras, 
os Estados são atores secundários 
em relação a determinadas empresas 
transnacionais, organizações não 
governamentais, sociedades profis-
sionais, minorias étnicas, entre outros 
agentes da mudança na esfera global.62

Além disso, as situações privadas in-
ternacionais devem ser distinguidas. 
Se, por um lado, há a mitigação da 
multiplicidade de ordenamentos pela 
elaboração de normas comuns por 
sistemas de integração, por outro, há 
o grande aumento dos fatos e relações 
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governança, estão sendo estudados 
com um enfoque bastante enriquecido.

Nos momentos iniciais, nesses grupos 
de pesquisa, nós fizemos um reconhe-
cimento desse tema, da conceituação, 
dos conceitos relevantes. Com a 
criação desse direito material mais ou 
menos espontâneo, no aspecto dos 
standards, nós fomos compreendendo 
essa dinâmica e essa doutrina que foi 
se criando. Em síntese, temos que o 
conjunto de standards do Direito Inter-
nacional Econômico, com seus prin-
cípios e regras específicas, acabam se 
incorporando eventualmente nas leis 
do Estado hospedeiro. Isso dá origem 
a um direito material espontaneamente 
uniformizado, matizado pelo: (i) res-
peito à lei interna do Estado hospe-
deiro; (ii) pela vedação do tratamento 
do investidor estrangeiro abaixo do 
mínimo exigido no âmbito internacio-
nal; e (iii) pela possibilidade de medidas 
de expropriação. O regime jurídico, 
nesses casos, pode ser estabelecido 
mais especificamente em um acordo 
internacional de investimento.66

A nossa obra coletiva sobre o Direito 
Internacional dos investimentos,67 a 
qual tentou colocar as discussões que 
estávamos empreendendo aqui no Bra-
sil no estado da arte. É preciso reco-
nhecer que talvez tenhamos começado 

a estudar esse assunto com certo atra-
so, já que no cenário internacional o 
tema estava mais desenvolvido. Isso, 
em certa medida, é explicado pelo 
fato de que o Brasil não era signatário 
desses tratados de investimentos.

Alguns desses objetivos, podem ser 
resumidos nos seguintes tópicos: (i) 
proteção dos investidores estrangeiros, 
tratamento de nação mais favorecida, 
estabelecimento de um fórum arbitral; 
(ii) mecanismo de solução de contro-
vérsias descentralizado e autônomo; 
(iii) convergência entre público e pri-
vado; (iv) cidadania multidimensional; 
(v) adjucative law-making.

Das percepções que fomos obtendo 
com esses estudos, uma é bem inte-
ressante por ser uma tônica que sem-
pre retorna nos nossos grupos, que 
é a convergência entre o público e o 
privado e o conceito dessa cidadania 
multidimensional. Um exemplo das 
interfaces que outros alunos captaram 
com esse tema dos investimentos68 foi 
a ligação entre o tema do direito dos 
investimentos e o comércio internacio-
nal. Desde a tentativa de reconstrução 
da economia mundial, em 1994, com 
Bretton Woods, instituições mundiais 
de cooperação internacional, como a 
ONU e o FMI, têm trabalhado para a 
proteção ao investimento estrangeiro. 

do petróleo, em particular, é marcada 
por esses contrapontos, os quais são 
bastante examinados pelos autores, 
sempre tendo como pano de fundo 
essa preocupação com o investimento. 
E aqui se observa que o interesse dos 
investidores se notabiliza pela intensi-
dade e pela velocidade para acessar os 
recursos e desenvolver as reservas de 
hidrocarbonetos, pagando-se pelo ris-
co assumido. Esses interesses podem 
entrar em descompasso com o que 
o Estado procura preservar e com a 
defesa de uma exploração econômica 
mais racional, voltada para a manu-
tenção destes recursos a longo prazo.

Então, nessas análises de riscos que os 
investidores fazem, há uma perspectiva 
interdisciplinar na qual a informação 
jurídica se articula com outras infor-
mações tecnológicas, econômico-fi-
nanceiras, políticas, ambientais, isto 
é, com dados gerais do negócio. De 
modo que quem milita nesta área acaba 
tendo uma visão interdisciplinar da 
questão do investimento.

Na verdade, a minha vivência nesse 
tema do direito internacional dos in-
vestimentos, motivada tanto pela vida 
profissional, como pela complemen-
tação acadêmica, articulava-se com 
essa visão de outras áreas em que se 
fazem análises de riscos com vistas à 

estabilidade dos aspectos regulatórios 
do mercado de Petróleo & Gás, em 
paralelo à estruturação de uma política 
de desenvolvimento sustentável. Daí 
a migração para um espectro de inte-
resses englobando o direito adminis-
trativo e o direito constitucional. Um 
exemplo dessa análise de risco, que, 
em matéria de investimento, às vezes, 
extrapola e muito o próprio controle 
da esfera governamental, se dá com o 
caso da corrupção existente em alguns 
países alvo. Ela pode se tornar genera-
lizada a ponto de significar a ruptura 
dos contratos, em um ambiente de 
insegurança nos negócios e de ausên-
cia de uma cultura de compromisso 
contratual.

Em termos doutrinários, o fenômeno 
hodierno do Direito Internacional 
dos investimentos padece de uma 
fragmentação formal, caracterizada 
pela dispersão espacial dos regimes 
de regulação e pela existência de ins-
trumentos normativos com alcances 
distintos. A isso se contrapõe uma 
multilaterização material. As dispo-
sições materiais costumam ser seme-
lhantes, a interpretação dos princípios 
tende a ser uniforme e existe uma 
produção normativa judicante. As 
últimas décadas marcaram a celebra-
ção de milhares desses tratados, e os 
casos de arbitragem, agora, na fase de 
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governança, estão sendo estudados 
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a implementação do poder delegado, 
conferido pela legislação interna ou 
pelo Direito Internacional.72

Its recent growth refletcs (A) a reallocation 
of  regulatory power from the domestic to the 
global sphere and (B) a redistribution between 
public and private regulators. When in place, 
TPR produces Strong distributive effects both 
among private actors and between them and 
nation states. It differs both from global public 
regulation and from conventional forms of  
private rule-making identifiable with the law 
merchant. The main diferences concern both 
actors and effects.73

A perda do poder das autoridades 
estatais, a decomposição de fronteiras 
em diversos campos da atividade hu-
mana, a proliferação das organizações 
não governamentais e das comunida-
des globais são apenas algumas das 
características dos tempos atuais que 
demonstram a insuficiência da forma 
de pensar o governo74 e das definições 
clássicas dos ramos do Direito Inter-
nacional.

Segundo Karsten Nowrot, no con-
texto de realização dos bens públicos 
globais, o aparato regulatório da go-
vernança global se vale das normas 
de Direito Internacional e seus valores 
fundantes e objetivos, de modo a au-
mentar a sua legitimidade.75 Ademais, 

o autor verifica que o direito Interna-
cional passa por profundas mudanças 
e transforma-se em algo inteiramente 
novo, principalmente pela crescente 
diversidade no processo de criação de 
normas no sistema internacional, em 
que as distinções entre hard law e soft 
law estão cada vez mais difusas e há 
uma importância cada vez maior dos 
atores não-nacionais no processo de 
criação de normas internacionais.76 É 
o caso, já apontado, das ONG´s e das 
empresas transnacionais, sem falar nas 
organizações internacionais.

Há outra abordagem que merece regis-
tro quanto à relação entre governança 
global e direito internacional privado 
contemporâneo. A governança global 
é vista como um desafio ao direito 
internacional, as preocupações atuais, 
nesse campo, relacionam-se, exempli-
ficativamente, com responsabilidade 
social das empresas, quando atuam 
em países em desenvolvimento; livre 
movimentação dos trabalhadores; 
sequestro internacional de crianças; 
e casamento de pessoas do mesmo 
sexo. Trata-se de um campo regula-
tório muito vasto e, no qual, não é 
mais possível, segundo Laura Pinero e 
Xandra Kramer estabelecer uma linha 
divisória entre ordenamento privado 
e regulação pública. Outro aspecto 
enfatizado pelas mesmas autoras, para 

Isso se materializa na diminuição do 
risco político de nacionalizações; na 
busca pelo aumento da eficiência; na 
diminuição do fluxo de investimentos 
diretos sem que haja uma regulamen-
tação harmonizada. Teríamos outros 
vários temas interessantes; e essa é que 
é a riqueza do nosso trabalho, pois eu 
venho acompanhando o interesse que 
conseguimos despertar nas motivações 
e na experiência de cada um dos nos-
sos pós-graduandos, bem como vendo 
a direção instigante que a pesquisa de 
cada um deles acaba tomando.69

Note-se a identificação crescente 
com temas de direito administrativo 
uma preocupação fundamental com a 
confiança legítima, com a estabilidade 
e efetividade política regulatória. Esses 
são temas recorrentes nos trabalhos de 
doutrina que tivemos a oportunidade 
de estudar em conjunto com outros 
alunos.70

2. Comentários sobre algumas 
abordagens de governança

O tema da governança global foi se 
revelando extremamente conectado ao 
que estávamos debatendo em nossas 
pesquisas. O fenômeno da governan-
ça global tem se caracterizado pela 
emergência de regras substantivas 
não estatais que pretendem configurar 

normatividade em foros (origem) ou 
em temas (alcance) além do Estado. A 
governança é marcada pelo estabeleci-
mento de padrões (standards) em áreas 
especializadas, com o empoderamento 
de atores privados (corporações), por 
combinação de escolha da lei aplicável 
e da arbitragem. A “governança” não 
se confunde com “governo”, pois sig-
nifica um sistema de regras, papéis e 
relações complexo, porém menos for-
malizado, que define as práticas sociais 
de atores estatais ou não.71 Dentre os 
autores que se destacam nesse domí-
nio, vale mencionar Maurice Kamto e 
Eyal Benveniste, bem como Fabrizio 
Cafaggi (The Foundations of  Transnatio-
nal Private Regulation); Ralf  Michaels 
(The Mirage of  Non State Governance); e 
David Vogel (The Private Regulation of  
Global Corporate Conduct), cujas obras 
ainda estamos analisando em mais 
profundidade.

Para Fabrizio Caffagi, a regulação 
privada transnacional se constitui em 
um novo corpo de processos, normas 
e práticas, criadas principalmente por 
atores privados, organizações não go-
vernamentais (ONGs), especialistas 
independentes como comunidades 
epistêmicas e normatizadores técnicos, 
e empresas multinacionais. A regu-
lação compreende ainda o exercício 
autônomo do poder regulamentar e 
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entre o direito internacional e a gover-
nança global, conseguiu arriscar uma 
visão crítica, sobretudo com base no 
pensamento de Koskenniemi.83

Koskenniemi afirma que se dá a des-
formalização, que é, exatamente, a 
transferência do poder de decidir do le-
gislador para o burocrata, agravado pelo 
processo de fragmentação, em vários 
ramos, que ocasiona atransferência de 
poder para peritos técnicos, em corpos 
especializados, que os administram.84

Nessa visão crítica, o direito interna-
cional é muito mais do que um mero 
instrumento da governança global, 
Muito embora essa crítica esteja situa-
da no âmbito do direito internacional 
público, como a divisão anteriormente 
existente não está mais presente, não 
faz mais sentido, essa crítica pode mui-
to bem estender-se ao direito interna-
cional privado, em sua abordagem sob 
a perspectiva da governança global.

3. Alguns exemplos ilustrativos

Os trabalhos recentemente desen-
volvidos sob minha orientação na 
Faculdade de Direito da UERJ BEM 
ilustram temas para os quais a ótica 
internacionalista deve superar a linha 
divisória, pois ali convergem o público 
e o privado.85

Ademais, foram inúmeras para mim 
valiosas obras em coautoria com os 
jovens pesquisadores, todas consa-
grando essa tendência a buscar trans-
cender as limitações auto-impostas por 
essa cisão entre o público e o privado. 
Não seria viável no âmbito do presente 
artigo discorrer sobre cada uma das 
vertentes pesquisadas. Por conseguin-
te, entre tantos escolhemos o Direito 
Ambiental Internacional, que por sua 
vez comporta subtemas como a coo-
peração internacional, que reforçam 
a apontada simbiose e pluralidade de 
atores e processos.86

A preocupação com o meio ambiente 
pode ser mais um fator de aglutinação 
de forças, se considerarmos a atuação 
dos indivíduos, das empresas e dos 
Estados, em articulação com os inte-
resses da sociedade internacional. Não 
é sem razão que Norberto Bobbio 
inclui o direito de viver em um am-
biente não poluído como um direito 
humano, historicamente situado, por 
ele considerado o mais importante 
dos direitos de terceira geração.87 Es-
ses direitos, segundo Bobbio, podem 
ser ainda uma categoria heterogênea 
e vaga que sequer poderia ter sido 
imaginada quando foram propostos 
os direitos de segunda geração (os 
denominados direitos sociais), mas que 
deve ser entendida com aquela visão 

evidenciar a interconexão entre gover-
nança global e direito internacional 
privado seria o fato de os operadores 
do Direito Internacional Privado pre-
cisam enfrentar questões no âmbito 
do direito empresarial, dos direitos 
humanos e do direito ambiental, com 
litígios característicos deste mundo 
globalmente conectado e multipolar.77

Alex Mills sustenta que o Direito 
Internacional Privado constitui uma 
forma de ordenamento público inter-
nacional ou governança global, o que 
seria demonstrado com os desdobra-
mentos ocorridos na União Européia, 
nos Estados Unidos e no Canadá, em 
tempos mais recentes.78

A emergência de uma perspectiva 
pública no Direito Internacional 
Privado, possibilita o transplante do 
plano regional da União Européia para 
o plano global. Dessa forma, para o 
problema da hierarquia –a questão da 
complexidade na relação entre o nivel 
federal e o internacional–, existiria a 
solução da geometria variável. Para o 
problema da heterarquia – ausência de 
estruturas institucionais comparáveis 
àquelas dos sistemas federais–, haveria 
a solução da governança entre pares.79

Entende Mills que o direito internacio-
nal tem a ver com a justa distribuição da 

autoridade regulatória, ou seja, trata das 
regras secundárias, lidando com poderes 
de determinação, não com regras primá-
rias, que resolvem a disputa em si.80 O 
direito internacional privado, apesar de 
ser parte da lei nacional constitui uma 
forma de ordenamento público interna-
cional ou governança global.81

O paralelo é traçado com a regulação 
atualmente existente na União Euro-
péia, de modo que o direito interna-
cional privado funciona como uma 
técnica especializada de coordenação 
legal, no seio daquela ordem jurídica. 
Tal regulação é importante, não so-
mente pela mudança das fontes no 
Direito Internacional Privado, mas, 
pela própria transformação em sua 
natureza, porque ele serve, claramente 
para essa função de ordenamento pú-
blico, alocando autoridade regulatória 
entre Estados-membros, a serviço 
do mercado interno. Ainda segundo 
Mills, se processa uma redescoberta da 
função original das regras de Direito 
Internacional Privado.82

Dentre tantos juristas brilhantes da 
nova geração da UERJ , vale citar um 
participante de um dos primeiros gru-
pos de pesquisa sobre governança, Luis 
Eduardo Bianchi Cerqueira que a partir 
de um panorama de algumas posições 
sobre possíveis relações existentes 
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Outro exemplo dessa tendência está 
presente no desenvolvimento e con-
solidação dos diferentes sistemas de 
governança da água doce presente nas 
bacias hidrográficas e nos aquíferos 
transfronteiriços. Nesse contexto, a 
cooperação internacional representa 
ferramenta estratégica para a promo-
ção do desenvolvimento sustentável 
das diversas regiões do planeta. Tal 
cooperação, que é corolário do Direito 
Internacional, deve funcionar como 
princípio abrangente da governança 
da água doce, de maneira a facilitar a 
interação sinergética entre seus níveis 
(locais, nacionais, de bacias, e o global) 
e contribuir para a promoção do direi-
to humano à água doce de maneira a 
garantir que este seja verdadeiramente, 
universal, equitativo, contribuindo 
para a sustentabilidade numa perspec-
tiva inter-geracional de continuidade 
quantitativa e qualitativa dos recursos 
hídricos mundiais.93

VII. Conclusão

Nas considerações finais deste artigo 
vale citar mais uma vez Jacob Dolinger, 
quando realçava que a admissibilidade 
da abrangência pelo Direito Interna-
cional Privado de todas as categorias 

de leis, tanto de Direito Privado como 
de Público, como uma das mais inte-
ressantes e controvertidas questões 
suscitadas na doutrina.

Deste ponto de partida pudemos 
acompanhar a evolução de pensadores 
contemporâneos que desenvolveram 
um aparato conceitual para fazer 
frente aos desafios que se impõem aos 
internacionalistas: adotar uma visão 
integrada, transnacional, que permita 
a reflexão sobre as candentes questões 
de nossa era.

Atendendo ao clamor pelo respeito 
aos direitos humanos em uma reali-
dade pluralista e um mundo fragmen-
tado, quando os refugiados e as levas 
de imigrantes e trabalhadores ilegais 
desafiam soluções formalistas e con-
formistas, as contribuições de autores 
como Diego Fernández Arroyo e Erik 
Jayme e agora Horatia Muir Watt e 
outros citados nos permitem chegar 
a um novo patamar de reflexão sobre 
o objeto do Direito Internacional 
Privado. Nunca é demais afirmar a 
importância da cooperação inter-
nacional em todos os níveis. Ainda 
há, entretanto, um longo caminho a 
percorrer.

crítica que percebe a ambiguidade que 
pode ocultar a linguagem jurídica: de 
um lado está o direito reivindicado e 
de outro o direito reconhecido e prote-
gido. A proclamação dos direitos pode 
ter, no primeiro caso, não somente a 
expressão de uma aspiração, mas uma 
grande função prática, que é dar uma 
força particular a essas aspirações.88

A questão da cooperação internacional 
é fundamental para viabilização da pro-
teção ao meio ambiente. Aprendemos 
com Guido Soares que: (...) qualquer 
tentativa normativa de proteção ao meio 
ambiente, tomando como referencial o 
ser humano, só poderá ser eficaz, seja 
no plano interno dos Estados, seja no 
âmbito internacional, se basear-se em 
uma cooperação internacional entre 
pessoas submetidas à jurisdição dos 
Estados e entre os próprios Estados.89

Para Guido Soares a cooperação 
internacional em matéria ambiental 
resultou da evolução das normas 
ambientais, que evoluíram de um 
enunciado proibitivo, para o senti-
do de prevenção do dano, assunção 
de responsabilidades e assistência 
recíproca em caso de emergências e 
acidentes. Gradativamente passaram 
a prevalecer no cenário internacional 
as regras mandatórias, que ensejam a 
cooperação entre os agentes.90

Não há que se falar em atividade eco-
nômica poluidora sem lembrar o tema 
das empresas transnacionais, especial-
mente as responsáveis por grandes 
projetos de mineração e exploração e 
produção de petróleo, historicamente 
consideradas as grandes vilãs, em 
matéria de poluição ambiental. No 
último século estas passaram a ser 
cobradas pela contínua melhoria de 
sua performance. A análise do qua-
dro jurídico que afeta as atividades 
desses agentes envolve não somente 
a regulação internacional, nacional, 
regional/estadual, mas também a 
assim denominada “soft law”. Esta 
pode ser considerada um conjunto 
de instrumentos não vinculantes, tais 
como declarações de conferências e 
diretrizes de governos e companhias. 
Este conjunto pode vir a constituir 
um standard de performance cobrado 
das empresas.91

Para que se vislumbre o papel da 
sociedade civil nessa cobrança de 
performance ambiental por parte das 
transnacionais há que se dedicar algum 
esforço à compreensão do papel das 
Organizações Não-Governamentais 
na articulação e representação dos 
interesses das comunidades locais e 
seu crescente papel no cenário inter-
nacional.92
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Pedro Saghy

¿Laudo 
o sentencia?

I. Introducción

He sido honrado con la invitación de 
venir a Buenos Aires para participar 
como ponente en las décimas Jornadas 
de la Asociación Americana de Dere-
cho Internacional Privado que llevan 
por título “Los contratos internacio-
nales entre la libertad de las partes y 
el control de los poderes públicos”. 
El tema que debo desarrollar se pre-
senta en forma de pregunta: ¿Jueces 
estatales o árbitros para resolver las 
controversias contractuales internacio-
nales?1 Sin duda, hay muchas formas 
de abordar esta pregunta, o más bien 
esta comparación.

A primera vista, pareciera que la pre-
gunta nos lleva a comparar por ejem-
plo, la experticia o los conocimiento 
que han demostrado en sus decisiones 
los tribunales arbitrales y los tribunales 
estatales; la mayor o menor formalidad 
con que se llevan a cabo los procedi-
mientos arbitrales y los procedimien-
tos judiciales; la velocidad de respuesta 

que tienen los tribunales arbitrales y 
los tribunales estatales; las cantidad 
de recursos que tienen las partes para 
retardar una sentencia definitivamente 
firme, entre otras muchas comparacio-
nes que se pueden hacer.

Pero, para mí, esas comparaciones no 
son ni justas ni interesantes para este 
foro. No son justas, porque comparar 
los tribunales venezolanos con los 
tribunales arbitrales internacionales 
y llegar a la conclusión, evidente, 
que los tribunales estatales no son 
el mejor foro para resolver disputas 
contractuales internacionales, sería una 
irrespetuosa abstracción al prestigio 
y seriedad que tienen, por ejemplo, 
el Poder Judicial inglés. Seguro que 
The High Court of  Justice of  England 
and Wales no estaría muy contenta de 
escuchar que ha perdido en la com-
paración con los tribunales arbitrales 
porque se utilizó como ejemplo a los 
tribunales venezolanos. En general, no 
es justo tomar uno, dos o cinco siste-
mas de justicia estatales y llegar a una 

Resumen

Si la parte que gana un litigio pudiera escoger 
que la decisión esté plasmada en un laudo o una 
sentencia, ¿qué sería preferible escoger, un laudo 
o una sentencia? Actualmente pareciera que la 
tendencia es favorable a los laudos. Gracias a 
la Convención de Nueva York los laudos son 
posibles de ejecutar, sin mayores trámites, en 157 
países. Por su parte, los esfuerzos que se han 
hecho para lograr una convención internacional 
que permita la circulación de las sentencias, 
no han dado suficientes resultados. En la gran 
mayoría de los casos, la ejecución de sentencias 
depende de juicios de exequatur que obligan al 
acreedor a experimentar las realidades judiciales 
en  cada uno de los países donde se quiere 
ejecutar la sentencia. Pero esta tendencia podría 
cambiar. Recientemente hemos percibido algunas 
señales contrarias al arbitraje. Si estas señales 
ganan más fuerza la preeminencia del arbitraje 
y por tanto de los laudos, podría no seguir siendo 
la regla. En consecuencia, el futuro de la mejor 
forma de resolver las controversias contractuales 
internacionales, es incierto.

Abstract

If  the winning party of  a litigation process could 
choose that the decision be embodied in an award 
or a judgment, what would the best alternative be, 
an award or a judgment? It seems that the current 
trend is in favor of  the awards. Thanks to the 
New York Convention, awards are enforceable 
in 157 countries without complex requirements. 
Meanwhile, efforts have been made to achieve an 
international convention that allows circulation 
of  judgments. However, such efforts have not 
yielded sufficient results. In the vast majority of  
the cases, the enforcement of  judgments depends 
on exequatur proceedings that oblige the creditor 
to test the judicial realities of  each jurisdiction 
where the judgments would be enforced. But this 
trend could change. Recently, we have noticed some 
signs contrary to arbitration. If  those signs grow 
in force, the pre-eminence of  arbitration and thus 
of  the awards, could not remain the rule. As a 
consequence, the future of  the best way to resolve 
international contractual disputes is unclear.

Sumario
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II. El estado actual. 1. La Convención de 
Nueva York de 1958. 2. La Convención del 
30 de junio de 2005 sobre acuerdos de elección 
de foro. 
III. El posible futuro. 1. Críticas a la 
Convención de Nueva York. 2. Anti-arbitration 
trend in favour of  the judiciary power. 3. 
Trabajos sobre una verdadera Convención que 
permita la circulación de sentencias judiciales 
arbitrales. 
IV. A modo de conclusión*
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lado de las sentencias, podemos citar 
al también tristemente célebre caso 
de “Lago Agrio”, en donde un tribunal 
estatal del Ecuador declaró totalmen-
te con lugar la demanda iniciada por 
los habitantes de una población del 
amazonas ecuatoriano y condenó 
a la empresa petrolera Chevron a 
pagar 18 billones de dólares, luego 
reducida a 8.5 billones, a favor de 
los demandantes. Como la petrolera 
se negó a cumplir esta con decisión, 
los interesados iniciaron procesos de 
exequatur y ejecución forzosa de la 
sentencia en Canadá, Brasil y Argen-
tina. Hasta ahora, en ninguno ni en el 
caso “Yukos” ni en el caso “Lago Agrio” 
los demandantes han visto satisfechas 
sus pretensiones.

En otras palabras, la pregunta que me 
hago es la siguiente: suponiendo que 
una de las partes considere que su 
caso tiene 100% de posibilidad de ser 
ganado, qué debería escoger ¿un laudo 
y una sentencia?

Desde ya les adelanto que no tengo 
respuesta definitiva. Pero los invito 
a aquellos que piensan que lo mejor 
es un laudo y a aquellos que piensan 
que lo mejor es una sentencia, a que 
revisemos algunos de los elementos 
de derecho internacional privado que 
deberían, en mi opinión, ser tomados 

en consideración, y así compartir entre 
todos las interesantes dificultades que 
significa responder esta pregunta.

Para compartir mi ideas en torno a este 
tema, de forma absolutamente clásica 
dividiré mi exposición en dos partes: la 
primera, relativa al estado actual de la 
situación y la segunda un ensayo sobre 
un posible futuro de esta situación.

II. El estado actual

Los procedimientos arbitrales son casi 
iguales en todas partes del mundo. Al 
menos en su estructura. A diferencia 
de lo que sucede con los procedi-
mientos judiciales donde las normas 
procesales responden a una práctica y 
concepción del proceso estrictamente 
local, en términos generales los tribu-
nales arbitrales proceden de forma 
previsiblemente similar. La razón de 
esta similitud, desde mi punto de vista, 
es el éxito que ha tenido la promoción 
del arbitraje a nivel internacional que 
sumado a la globalización, producen 
una clara tendencia de estandarización. 
Para explicar mi opinión utilizaré dos 
ejemplos. El ejemplo más claro de pro-
moción del arbitraje y estandarización 
es tal vez la Ley Modelo de arbitraje 
UNCITRAL. Incuestionablemente 
una parte importante de las leyes lo-
cales sobre arbitraje comercial se han 

conclusión, favorable o desfavorable, 
sobre el funcionamiento de todos los 
tribunales estatales, o de todos los 
tribunales arbitrales.

Pero la comparación también nos pa-
rece poco interesante para este foro, 
porque no estaríamos hablando de 
derecho internacional privado. En una 
comparación como ésta sólo estaría-
mos hablando de estadísticas en cuan-
to a rapidez, claridad y previsibilidad 
del procedimiento, mayor o menor 
posibilidad para las partes de acordar 
el calendario procesal, etcétera. Pero 
en ningún caso estaríamos hablando de 
los conflictos que plantea la aplicación 
de normas, reglas o principios interna-
cionales o un determinado supuesto de 
hecho transfronterizo.

Ejemplo de estas comparaciones que 
sí pudieran ser interesantes son, por 
ejemplo, las dificultades que enfrenta 
una parte para aplicar un derecho ex-
tranjero ante a un tribunal arbitral, en 
comparación con la dificultad que pre-
senta hacerlo ante un tribunal estatal; 
la posibilidad o no que tiene una parte 
de nombrar a su abogado de confianza 
como su representante ante un tribunal 
arbitral y ante un tribunal estatal (por 
concepto distinto al de la jurisdicción 
natural de ese abogado) o la mayor o 
menos facilidad para aplicar principios 

generales del derecho internacional, 
tales como los Principios UNIDROIT.

En este sentido, he decidido responder 
a la pregunta de si es preferible un 
tribunal arbitral o un tribunal estatal 
para resolver las controversias contrac-
tuales internacionales, desde un punto 
de vista práctico. Me explico: luego 
de invertir una cantidad importante 
de esfuerzos y dinero en resolver una 
controversia contractual internacional 
por la vía contenciosa, las estadísticas 
muestran que existen grandes proba-
bilidades de que la parte que resultó 
perdedora respete la decisión. Es de-
cir, cumpla, tarde o temprano, con las 
obligaciones que le impuso el tribunal. 
Sin embargo, afortunadamente para 
los abogados existe la posibilidad de 
que esto no suceda y que la parte que 
ganó, ahora deba iniciar una segunda 
batalla para lograr la ejecución forzo-
sa de la decisión del tribunal. Como 
ejemplos de esta situación podemos 
citar dos casos. Los muy conocidos 
casos de “Yukos” y “Lago Agrio”. El 
caso “Yukos” es el ejemplo perfecto 
y reciente de un laudo arbitral que a 
pesar de haber decidido el caso 100% 
a favor de la parte demandante con-
denando a Rusia a pagar 50 billones 
de dólares, ahora comienza lo que 
parece un largo camino para lograr la 
ejecución forzosa de ese laudo.2 Del 
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lado de las sentencias, podemos citar 
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de esta Convención es doble. Por un 
lado, evitar que las sentencias arbitrales 
extranjeras o no nacionales sean objeto 
de discriminación, por lo que obliga 
a los Estados parte a velar por que 
dichas sentencias sean reconocidas en 
su jurisdicción y puedan ejecutarse en 
ella, en general, de la misma manera 
que las sentencias o laudos arbitrales 
nacionales. Por otro lado, exigir que 
los tribunales de los Estados parte den 
pleno efecto a los acuerdos de arbitraje 
negándose a admitir demandas en las 
que el demandante esté actuando en 
violación de un acuerdo de remitir la 
cuestión a un tribunal arbitral.

El éxito de esta Convención puede 
calificarse como absoluto. De hecho 
esta Xonvención ha sido calificada 
como uno de los pilares fundamen-
tales o “key instruments” del arbitraje 
internacional.

Las razones de este éxito son sencillos 
de describir pero extremadamente 
difíciles de lograr. Por un lado, esta 
Convención pronto cumplirá 60 años 
de vigencia. Es decir, se trata de una 
Convención longeva, sabia, que ha sa-
bido mantenerse en forma a pesar del 
transcurso del tiempo. Para lograr esto 
han sido importantes su lenguaje sen-
cillo, su visión amplia y su capacidad 
de regular muchos aspectos con pocas 

normas, lo que disminuye el riesgo de 
interpretaciones ambiguas. Prueba de 
vitalidad a pesar de su edad, la Conven-
ción de Nueva York acaba de lograr 
una nueva conquista. La Convención 
de Nueva York viene de ser ratificada 
por el país nº 157: Angola. Esto signi-
fica, en la práctica, que las decisiones 
arbitrales que se hayan dictado en cual-
quiera de los países signatarios de esta 
Convención, pueden ser ejecutados 
en los restantes 156 demás países, sin 
mayores trámites o inconvenientes, lo 
que sin duda amplía las probabilidades 
de lograr la ejecución forzosa o, mejor 
aún, de llegar a un acuerdo con la parte 
vencida.

2. La Convención del 30 de 
junio de 2005 sobre acuerdos 
de elección de foro

Esta indudable ventaja ha producido 
una clara tendencia del contencioso 
contractual internacional contemporá-
neo a favor del arbitraje y en perjuicio 
de los tribunales estatales. Como dice 
el profesor Jan Paulsson, el arbitraje 
se ha convertido en “la vía normal 
para resolver los conflictos interna-
cionales”.3 Desde nuestro punto de 
vista, este hecho se explica por los 
efectos prácticos que ha logrado la 
Convención de Nueva York en tanto 
permite que cualquier laudo arbitral 

redactado a partir de este modelo. Por 
otro lado, el éxito alcanzado por los 
centros de arbitraje más prestigiosos 
del mundo, como por ejemplo el de 
la Cámara de Comercio Internacional 
(CCI) de París o el Centro de Arbitra-
je Internacional de Londres, ha sido, 
en parte, gracias la globalización. En 
efecto, hoy es perfectamente cotidiano 
recibir noticias en nuestros correos 
electrónicos acerca de los nuevos casos 
o decisiones en cualquiera de estos 
centros de arbitraje. Este hecho han 
sin duda inspirado a otros centros de 
arbitraje, más locales, a tratar de seguir 
la fórmula del éxito. Así, muchos de 
ellos tienen reglamentos que siguen la 
estructura y soluciones propuestas por 
los reglamentos de estos centros de ar-
bitraje internacional, lo que se traduce 
en una gran similitud y estandarización 
de la forma en que se lleva a cabo un 
procedimiento arbitral.

Corolario de este esfuerzo de promo-
ción y estandarización del arbitraje, 
son las Convenciones internacionales 
relativas facilitar la ejecución de laudos 
arbitrales. Como su nombre lo indica, 
estas convenciones permiten que la 
decisión que han tomado los tribunales 
arbitrales sea posible de ejecutar con 
relativa facilidad en todos aquellos paí-
ses que han suscrito esas convenciones 
internacionales.

Entre las convenciones internaciona-
les más importantes se encuentran, 
del lado americano: la Convención 
interamericana sobre la eficacia extra-
territorial de las decisiones y sentencias 
arbitrales extranjeras, mejor conocida 
como la Convención de Montevideo 
de 1979, la Convención interamericana 
sobre arbitraje comercial internacional, 
mejor conocida como la Convención 
de Panamá de 1975, del lado europeo: 
la Convención de Ginebra de 1961, 
conocida como la Convención euro-
pea sobre arbitraje comercial interna-
cional, la Convención de Ginebra de 
1927, conocida como la Convención 
sobre la ejecución de laudos arbitrales 
extranjeros, el Protocolo de Ginebra 
y la Convención de Moscú de 1972, 
referida a la resolución a través de 
arbitraje de disputas relativas a rela-
ciones de cooperación económicas y 
científico-técnicas.

1. La Convención de Nueva 
York de 1958

Ahora bien, nadie puede dudar que 
la Convención más famosa y la única 
que tiene alcance verdaderamente 
global es la Convención sobre el 
reconocimiento y la ejecución de 
las sentencias arbitrales extranjeras, 
mejor conocida como la Convención 
de Nueva York de 1958. La finalidad 
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Convención con la de Nueva York. 
Para explicar mi observación me limi-
taré a 4 razones:

Primero: la Convención de La Haya, a 
pesar de ser del 2005, ha sido suscrita 
por México, Singapur y la Unión Eu-
ropea salvo Dinamarca. Es decir, 29 
Estados y próximamente 28 después 
del Brexit. A pesar de ser un número 
considerable de países, es sin duda un 
rango de acción limitado, en compara-
ción a los 157 países que son parte de 
la Convención de Nueva York.

Segundo: la estructura de la Conven-
ción de La Haya es complicada. Una de 
las ventajas que tiene la Convención de 
Nueva York es que sólo tiene 16 artícu-
los. Esto hace que la comprensión e in-
terpretación de la Convención sea más 
uniforme. Mientras menos artículos 
tenga una ley, tanto más sencilla es su 
aplicación. En cambio, la Convención 
de La Haya tiene 34 artículos. Esto es 
más del doble de las disposiciones que 
tiene la Convención de Nueva York, 
sin contar que cada artículo tiene más 
de dos reglas o disposiciones. Esta 
importante cantidad de normas es 
fuente natural de interpretaciones y 
ocurrencias para abogados, profesores 
y jueces, lo que crea el riesgo de afectar 
la seguridad jurídica que se persigue 
con esta Convención.

Tercero: la Convención de La Haya 
tiene disposiciones que invitan a la 
discusión desde la primera lectura. 
Por ejemplo: El artículo 11 de esta 
Convención prevé lo siguiente: “El 
reconocimiento o la ejecución de una 
resolución podrá denegarse si, y en 
la medida que, la resolución conceda 
daños y perjuicios, incluyendo daños y 
perjuicios ejemplares o punitivos, que 
no reparen a una parte por la pérdida 
o el perjuicio real sufrido”. Es decir, 
según este artículo, es posible que el 
tribunal requerido niegue la ejecución 
de una sentencia si al juez que conoce 
la solicitud de ejecución considera que 
la compensación otorgada por el tribu-
nal que conoció el fondo del asunto, 
en otro país, no repara el perjuicio real 
sufrido.6 En consecuencia, para que la 
sentencia sea ejecutable en los países 
que han suscrito esta Convención, el 
juez que sentencie el caso debe atender 
a lo que cada uno de esos países con-
sidera como una reparación integral. 
Para quienes estén buscando tema para 
preparar una tesis de doctorado o unas 
conferencias, creo que aquí tienen un 
tema muy interesante.

Finalmente, como cuarto punto, la 
Convención de La Haya sobre acuer-
dos de elección de foros prohíbe la 
ejecución de sentencias que hayan sido 
anuladas en el país en donde se hayan 

sea reconocido internacionalmente. 
Para las partes en litigio, quienes a di-
ferencia de sus abogados se interesan 
sobre todo por los asuntos prácticos, 
la existencia de la Convención de 
Nueva York es una razón de peso para 
preferir un laudo arbitral en lugar de 
la sentencia de un tribunal estatal, por 
más respetable, imparcial y eficiente 
que sea dicho tribunal.

En vista de ello la Conferencia de 
La Haya de Derecho Internacional 
Privado, tomando como inspiración 
el éxito de la Convención de Nueva 
York, preparó lo que algunos han de-
nominado “la Convención de Nueva 
York para las sentencias judiciales”. Su 
nombre oficial es la Convención del 
30 de junio de 2005 sobre acuerdos 
de elección de foro.4

Esta Convención entró en vigencia 
el pasado mes de octubre de 2015. 
Contiene normas no sólo destinadas 
a asegurar la eficacia de los acuerdos 
de elección de foro (también conoci-
dos como “cláusulas de elección de 
foro”) entre las partes en operacio-
nes comerciales internacionales, sino 
además contiene normas que regulan 
“el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones dictadas en los procedi-
mientos basados en dichos acuerdos”.

Con esta Convención se pretende, 
y cito el Informe de la Comunidad 
Europea que propone su aprobación, 
“crear un mecanismo global de resolu-
ción judicial de disputas alternativo al 
existente sistema de arbitraje”.5

Lo primero que llama mi atención es 
la referencia a un sistema alternativo 
al arbitraje. Tradicionalmente el arbi-
traje ha sido considerado como un 
mecanismo alternativo de resolución 
de conflictos. Hablar de un sistema 
alternativo al arbitraje, es decir, un sis-
tema alternativo al sistema alternativo, 
suena interesante. Pero cuando esa 
propuesta es volver al sistema original, 
suena paradójico, por decir lo menos. 
En realidad, lo que vale la pena resal-
tar es que la propuesta del Informe 
de la Comunidad Europea reconoce 
implícitamente que el arbitraje es el 
mecanismo normal de resolución de 
controversias internacionales y pro-
pone retomar el uso del Poder Judicial.

En resumen, con esta Convención se 
pretende revertir los efectos que ha 
producido la Convención de Nueva 
York a favor del arbitraje.

Sin embargo, desde mi punto de vis-
ta, parece apresurado, por no decir 
un tanto pretencioso, comparar esta 
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por México, Singapur y la Unión Eu-
ropea salvo Dinamarca. Es decir, 29 
Estados y próximamente 28 después 
del Brexit. A pesar de ser un número 
considerable de países, es sin duda un 
rango de acción limitado, en compara-
ción a los 157 países que son parte de 
la Convención de Nueva York.

Segundo: la estructura de la Conven-
ción de La Haya es complicada. Una de 
las ventajas que tiene la Convención de 
Nueva York es que sólo tiene 16 artícu-
los. Esto hace que la comprensión e in-
terpretación de la Convención sea más 
uniforme. Mientras menos artículos 
tenga una ley, tanto más sencilla es su 
aplicación. En cambio, la Convención 
de La Haya tiene 34 artículos. Esto es 
más del doble de las disposiciones que 
tiene la Convención de Nueva York, 
sin contar que cada artículo tiene más 
de dos reglas o disposiciones. Esta 
importante cantidad de normas es 
fuente natural de interpretaciones y 
ocurrencias para abogados, profesores 
y jueces, lo que crea el riesgo de afectar 
la seguridad jurídica que se persigue 
con esta Convención.

Tercero: la Convención de La Haya 
tiene disposiciones que invitan a la 
discusión desde la primera lectura. 
Por ejemplo: El artículo 11 de esta 
Convención prevé lo siguiente: “El 
reconocimiento o la ejecución de una 
resolución podrá denegarse si, y en 
la medida que, la resolución conceda 
daños y perjuicios, incluyendo daños y 
perjuicios ejemplares o punitivos, que 
no reparen a una parte por la pérdida 
o el perjuicio real sufrido”. Es decir, 
según este artículo, es posible que el 
tribunal requerido niegue la ejecución 
de una sentencia si al juez que conoce 
la solicitud de ejecución considera que 
la compensación otorgada por el tribu-
nal que conoció el fondo del asunto, 
en otro país, no repara el perjuicio real 
sufrido.6 En consecuencia, para que la 
sentencia sea ejecutable en los países 
que han suscrito esta Convención, el 
juez que sentencie el caso debe atender 
a lo que cada uno de esos países con-
sidera como una reparación integral. 
Para quienes estén buscando tema para 
preparar una tesis de doctorado o unas 
conferencias, creo que aquí tienen un 
tema muy interesante.

Finalmente, como cuarto punto, la 
Convención de La Haya sobre acuer-
dos de elección de foros prohíbe la 
ejecución de sentencias que hayan sido 
anuladas en el país en donde se hayan 

sea reconocido internacionalmente. 
Para las partes en litigio, quienes a di-
ferencia de sus abogados se interesan 
sobre todo por los asuntos prácticos, 
la existencia de la Convención de 
Nueva York es una razón de peso para 
preferir un laudo arbitral en lugar de 
la sentencia de un tribunal estatal, por 
más respetable, imparcial y eficiente 
que sea dicho tribunal.

En vista de ello la Conferencia de 
La Haya de Derecho Internacional 
Privado, tomando como inspiración 
el éxito de la Convención de Nueva 
York, preparó lo que algunos han de-
nominado “la Convención de Nueva 
York para las sentencias judiciales”. Su 
nombre oficial es la Convención del 
30 de junio de 2005 sobre acuerdos 
de elección de foro.4

Esta Convención entró en vigencia 
el pasado mes de octubre de 2015. 
Contiene normas no sólo destinadas 
a asegurar la eficacia de los acuerdos 
de elección de foro (también conoci-
dos como “cláusulas de elección de 
foro”) entre las partes en operacio-
nes comerciales internacionales, sino 
además contiene normas que regulan 
“el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones dictadas en los procedi-
mientos basados en dichos acuerdos”.

Con esta Convención se pretende, 
y cito el Informe de la Comunidad 
Europea que propone su aprobación, 
“crear un mecanismo global de resolu-
ción judicial de disputas alternativo al 
existente sistema de arbitraje”.5

Lo primero que llama mi atención es 
la referencia a un sistema alternativo 
al arbitraje. Tradicionalmente el arbi-
traje ha sido considerado como un 
mecanismo alternativo de resolución 
de conflictos. Hablar de un sistema 
alternativo al arbitraje, es decir, un sis-
tema alternativo al sistema alternativo, 
suena interesante. Pero cuando esa 
propuesta es volver al sistema original, 
suena paradójico, por decir lo menos. 
En realidad, lo que vale la pena resal-
tar es que la propuesta del Informe 
de la Comunidad Europea reconoce 
implícitamente que el arbitraje es el 
mecanismo normal de resolución de 
controversias internacionales y pro-
pone retomar el uso del Poder Judicial.

En resumen, con esta Convención se 
pretende revertir los efectos que ha 
producido la Convención de Nueva 
York a favor del arbitraje.

Sin embargo, desde mi punto de vis-
ta, parece apresurado, por no decir 
un tanto pretencioso, comparar esta 
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cosas. En fin, nadie puede asegurar, 
sin riesgo de contraria los ciclos de la 
historia, que el relativo predominio que 
tiene hoy el arbitraje no será cuestionado 
y vuelva al lugar en donde se encontraba 
a principios del siglo pasado.

Por estos motivos y sin ninguna pre-
tensión de clarividente, veamos el 
posible futuro de la circulación de los 
laudos arbitrales y de las sentencias ju-
diciales, a partir de tres hechos o situa-
ciones que han despertado mi atención 
y, sobre todo, mi preocupación.

III. El posible futuro

La relativa tranquilidad con la que ha 
venido creciendo la aceptación del 
arbitraje como mecanismo ideal para 
resolver las controversias contractuales 
internacionales ha sido embestida por 
algunas voces que, como en muchas 
otras materias, no son muchas pero 
hacen mucho ruido.

La principal razón del importante 
ruido que hacen estas voces es que 
provienen de personas muy respeta-
bles y calificadas. Es cierto que nadie 
es infalible y que dichas voces no dejan 
de ser una opinión más. Sin embargo, 
la calificaciones de las personas que 
emiten esas opiniones y los medio 
que han empleado para hacerlo, no 

permiten pasarlas desapercibidas y nos 
obligan a reflexionar sobre este asunto.

1. Críticas a la Convención de 
Nueva York

A pesar de todas las ventajas que co-
nocemos de la Convención de Nueva 
York, algunas voces, muy autorizadas, 
han sugerido que el momento de una 
reforma ha llegado.7 Entre los argu-
mentos que se utilizan para promover 
la idea de la revisión de esta Conven-
ción están su edad, es decir, que la 
Convención ya ha cumplido su vida 
útil y, sobre todo, que la Convención 
ha sido la causante de una cantidad 
importante de decisiones alrededor del 
mundo poco satisfactorias.

Para demostrar que la edad le ha pega-
do a esta Convención, algunos alegan 
su lenguaje démodé. Old fashioned. En 
relación a las sentencias lamentables, 
se cita una serie de decisiones que han 
dictado diferentes países, contradicto-
rias entre ellas.

Aunque muchas otras voces, igual-
mente respetables, han contestado la 
propuesta de revisar esta Convención 
con argumentos sin duda convincentes 
pues han retardado al menos en 10 
años el comienzo de esa revisión,8 es 
imposible predecir cuánto tiempo más 

dictado. Esta disposición, además de 
confirmar la teoría francesa según la 
cual el arbitraje no tiene sede y por 
tanto se permite lo que se conoce como 
la ejecución de laudos zombis, es una 
disposición razonable desde el punto 
de vista estrictamente jurídico procesal, 
pero en mi opinión poco atractiva para 
el comercio internacional. La resolu-
ción de las controversias a través de ar-
bitraje permite que una vez obtenida la 
primera sentencia la parte beneficiaria 
pueda ejecutar la decisión, aunque esté 
pendiente un recurso o incluso se anule 
luego esa sentencia. En el caso de las 
sentencias judiciales es entendible que 
esto no sea posible. En instancias judi-
ciales los casos sólo terminan cuando 
se obtiene una sentencia definitivamen-
te firme y eso, en la práctica requiere el 
agotamiento de todas las instancias y la 
imposibilidad de recurrir la sentencia. 
Aunque esta situación es comprensible, 
es sin duda una diferencia importante 
que la Convención de La Haya recono-
ce expresamente a favor del arbitraje 
como mecanismo ideal de resolución 
de controversias. Para impedir la eje-
cución de una sentencia judicial a nivel 
internacional, bastaría iniciar cualquier 
tipo de recurso judicial en contra de la 
sentencia – y todos sabemos que en 
muchos países no es nada complicado 
buscar argumentos en la Constitución 
para impediría la ejecución de una 

sentencia, a nivel internacional y de 
conformidad con esta Convención.

Como han podido adivinar, no hay duda 
que, desde mi punto de vista, hoy en 
día es mucho más favorable resolver los 
conflictos contractuales internacionales 
a través de un laudo arbitral que a través 
de una sentencia judicial. Ello gracias a 
las ventajas que otorgan las diferentes 
Convenciones internacionales dedicadas 
a la ejecución de laudos internacionales 
y fundamentalmente a la Convención 
de Nueva York quien ha sido un instru-
mento clave para mejorar la efectividad 
de los laudos arbitrales y, por tanto, para 
generalizar el uso del arbitraje como la 
mejor forma de resolver las controver-
sias contractuales internacionales.

Pero, como nada es eterno, la situación 
actual no es necesariamente la que se-
guiremos viendo en los próximos años. 
Nadie puede predecir el tiempo que le 
queda de vigencia a la preeminencia del 
arbitraje sobre el juicio civil comercial 
para resolver las controversias contrac-
tuales internacionales ni a la Convención 
de Nueva York como la más antigua 
y global de las todas las convenciones 
relativas a esta materia. Tampoco es 
previsible el surgimiento de alguna 
nueva teoría o tendencia que confronte 
lo que en algún momento comenzará 
a llamarse la vieja forma de hacer las 
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cosas. En fin, nadie puede asegurar, 
sin riesgo de contraria los ciclos de la 
historia, que el relativo predominio que 
tiene hoy el arbitraje no será cuestionado 
y vuelva al lugar en donde se encontraba 
a principios del siglo pasado.

Por estos motivos y sin ninguna pre-
tensión de clarividente, veamos el 
posible futuro de la circulación de los 
laudos arbitrales y de las sentencias ju-
diciales, a partir de tres hechos o situa-
ciones que han despertado mi atención 
y, sobre todo, mi preocupación.

III. El posible futuro

La relativa tranquilidad con la que ha 
venido creciendo la aceptación del 
arbitraje como mecanismo ideal para 
resolver las controversias contractuales 
internacionales ha sido embestida por 
algunas voces que, como en muchas 
otras materias, no son muchas pero 
hacen mucho ruido.

La principal razón del importante 
ruido que hacen estas voces es que 
provienen de personas muy respeta-
bles y calificadas. Es cierto que nadie 
es infalible y que dichas voces no dejan 
de ser una opinión más. Sin embargo, 
la calificaciones de las personas que 
emiten esas opiniones y los medio 
que han empleado para hacerlo, no 

permiten pasarlas desapercibidas y nos 
obligan a reflexionar sobre este asunto.

1. Críticas a la Convención de 
Nueva York

A pesar de todas las ventajas que co-
nocemos de la Convención de Nueva 
York, algunas voces, muy autorizadas, 
han sugerido que el momento de una 
reforma ha llegado.7 Entre los argu-
mentos que se utilizan para promover 
la idea de la revisión de esta Conven-
ción están su edad, es decir, que la 
Convención ya ha cumplido su vida 
útil y, sobre todo, que la Convención 
ha sido la causante de una cantidad 
importante de decisiones alrededor del 
mundo poco satisfactorias.

Para demostrar que la edad le ha pega-
do a esta Convención, algunos alegan 
su lenguaje démodé. Old fashioned. En 
relación a las sentencias lamentables, 
se cita una serie de decisiones que han 
dictado diferentes países, contradicto-
rias entre ellas.

Aunque muchas otras voces, igual-
mente respetables, han contestado la 
propuesta de revisar esta Convención 
con argumentos sin duda convincentes 
pues han retardado al menos en 10 
años el comienzo de esa revisión,8 es 
imposible predecir cuánto tiempo más 

dictado. Esta disposición, además de 
confirmar la teoría francesa según la 
cual el arbitraje no tiene sede y por 
tanto se permite lo que se conoce como 
la ejecución de laudos zombis, es una 
disposición razonable desde el punto 
de vista estrictamente jurídico procesal, 
pero en mi opinión poco atractiva para 
el comercio internacional. La resolu-
ción de las controversias a través de ar-
bitraje permite que una vez obtenida la 
primera sentencia la parte beneficiaria 
pueda ejecutar la decisión, aunque esté 
pendiente un recurso o incluso se anule 
luego esa sentencia. En el caso de las 
sentencias judiciales es entendible que 
esto no sea posible. En instancias judi-
ciales los casos sólo terminan cuando 
se obtiene una sentencia definitivamen-
te firme y eso, en la práctica requiere el 
agotamiento de todas las instancias y la 
imposibilidad de recurrir la sentencia. 
Aunque esta situación es comprensible, 
es sin duda una diferencia importante 
que la Convención de La Haya recono-
ce expresamente a favor del arbitraje 
como mecanismo ideal de resolución 
de controversias. Para impedir la eje-
cución de una sentencia judicial a nivel 
internacional, bastaría iniciar cualquier 
tipo de recurso judicial en contra de la 
sentencia – y todos sabemos que en 
muchos países no es nada complicado 
buscar argumentos en la Constitución 
para impediría la ejecución de una 

sentencia, a nivel internacional y de 
conformidad con esta Convención.

Como han podido adivinar, no hay duda 
que, desde mi punto de vista, hoy en 
día es mucho más favorable resolver los 
conflictos contractuales internacionales 
a través de un laudo arbitral que a través 
de una sentencia judicial. Ello gracias a 
las ventajas que otorgan las diferentes 
Convenciones internacionales dedicadas 
a la ejecución de laudos internacionales 
y fundamentalmente a la Convención 
de Nueva York quien ha sido un instru-
mento clave para mejorar la efectividad 
de los laudos arbitrales y, por tanto, para 
generalizar el uso del arbitraje como la 
mejor forma de resolver las controver-
sias contractuales internacionales.

Pero, como nada es eterno, la situación 
actual no es necesariamente la que se-
guiremos viendo en los próximos años. 
Nadie puede predecir el tiempo que le 
queda de vigencia a la preeminencia del 
arbitraje sobre el juicio civil comercial 
para resolver las controversias contrac-
tuales internacionales ni a la Convención 
de Nueva York como la más antigua 
y global de las todas las convenciones 
relativas a esta materia. Tampoco es 
previsible el surgimiento de alguna 
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para resolver las controversias relativas a 
la violación de Tratados internacionales 
de protección de inversiones. Es eviden-
te que las críticas de estos países tienen 
como verdadera causa, su rechazo a la 
obligación de tener que explicar ante un 
panel arbitral la legalidad de las acciones 
que han realizado en contra de los dere-
chos de algún inversor internacional y 
que no en pocas ocasiones han resultado 
condenados a indemnizar. Pero esas 
críticas se han formulado de forma tal 
que han atacado las bases del arbitraje 
internacional en general, contribuyendo 
a crear una tendencia anti-arbitraje, so-
bre todo frente al público no especialista 
que no sabe o no tiene por qué saber 
distinguir entre el arbitraje de inversio-
nes y el arbitraje comercial.

Este rechazo al arbitraje de inversiones 
presenta su materialización más eviden-
te en el rechazo por parte de los nego-
ciadores del o Tratado transatlántico 
de libre comercio entre la Comunidad 
Europea y los Estados Unidos de acep-
tar el arbitraje como mecanismo para 
resolver las disputas. Según se puede 
ver en los medios de comunicación, la 
propuesta es crear una corte encargada 
de resolver estos asuntos.

En tercer lugar, algunas publicaciones 
importantes se han dedicado a retomar 
y difundir al público no especializado 
argumentos en contra del arbitraje. 

Entre las publicaciones más recien-
tes se encuentran 3 largos reportajes 
publicados por el New York Times 
a finales del año 201510 en los que se 
hacen críticas a las cláusulas arbitrales 
en las relaciones entre empresas y con-
sumidores en los Estados Unidos. Es 
ciertos que estos artículos explotan los 
abusos de las cláusulas arbitrales por 
parte de empresas que prestan servicios 
o vendes bienes de forma masiva en 
Estados Unidos de América. Es decir, 
tratan sobre problemas internos, relati-
vos a los derechos de los consumidores 
norteamericanos. Pero no podemos 
perder de vista que el prestigio y sobre 
todo el alcance global que tiene una 
publicación como el New York Times, 
con un lenguaje y una finalidad de di-
fusión masiva de noticias y opiniones, 
lo convierten en uno de los llamados 
creadores de opiniones a nivel global.11 
El efecto negativo que sus reportajes 
pueden tener sobre la apreciación del 
público en general sobre cualquier tipo 
de arbitraje (nacional, internacional, 
deportivo, etc.) es indiscutible.

En este sentido, más recientemente, 
en agosto 2016, (y no dudo que para 
el momento de la publicación de este 
trabajo ya hayan sido publicados más 
artículos anti arbitraje) un periodista 
llamado Chris Hamby, ganador de un 
premio Pulitzer por un reportaje de in-
vestigación dedicado a las condiciones 

podrá seguir ganando la oposición a 
este movimiento. Las generaciones 
pasan y los nuevos jugadores tienen 
legítimas expectativas de colocar su 
nombre entre los creadores de una 
Convención tan importante como sería, 
digamos, la Convención de Nueva York 
¿Quién no quisiera poder estar en esa 
comisión? Pero insisto, nada garantiza 
que el resultado sea tan bueno como el 
que ha logrado la aún vigente Conven-
ción de Nueva York. No es que todo 
pasado haya sido siempre mejor, pero 
a juzgar por los niveles en que se han 
complicado las relaciones internacio-
nales, la redacción de las Convenciones 
internacionales y los enormes intereses 
en juego, parece predecible que no será 
posible mantener la misma sencillez que 
caracteriza esta Convención.

2. Anti-arbitration trend in 
favour of the judiciary power

Por otro lado, a pesar de todas las ven-
tajas que conocemos del arbitraje para 
resolver las diputas internacionales, 
existe un movimiento anti arbitraje 
que, lamentablemente, ha comenzado 
a ganar fuerza o al menos publicidad. 
El caso más reciente y en mi opinión 
el más llamativo fue la declaración del 
Lord Chief  Justice of  England and Wales, 
Lord Thomas, quien afirmó que el uso 
del arbitraje está afectando el desarrollo 
del common law en asuntos comerciales y 

llamó a las cortes inglesas a ejercer más 
control sobre el arbitraje internacional 
en el Reino Unido. Es decir, llamó a los 
tribunales a revertir la tendencia que 
comenzó con la ley modelo de arbitraje 
UNCITRAL que plantea el escrutinio 
mínimo a las decisiones arbitrales pues 
eso estaba bien para los años 90, pero 
no para la situación actual.9

Evidentemente, lo que plantea Lord 
Thomas es una opinión. Por lo tanto, 
no estamos obligados a aceptarla o 
a compartirla. Sin embargo, se trata 
de la opinión de una de las voces 
más importantes y autorizadas del 
mundo judicial actual, de uno de los 
países históricamente más estables e 
respetados en lo que se refiere a la 
resolución de controversias judiciales. 
Por ello, se trata de una opinión de 
peso, que no solo no puede ser des-
cartada o ignorada sino que debe ser 
escuchada y analizada pues no sólo se 
trata de alguien cuyas opiniones están 
fundamentadas en un conocimiento 
particular y casi único, sino que ade-
más, probablemente no sea la voz de 
un solo hombre sino el porta voz de 
un grupo o movimiento.

Por otro lado, algunos Estados han 
manifestado un rechazo virulento en 
contra al arbitraje. Fundamentalmente 
por la experiencia que han tenido ante 
los tribunales arbitrales competentes 
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para resolver las controversias relativas a 
la violación de Tratados internacionales 
de protección de inversiones. Es eviden-
te que las críticas de estos países tienen 
como verdadera causa, su rechazo a la 
obligación de tener que explicar ante un 
panel arbitral la legalidad de las acciones 
que han realizado en contra de los dere-
chos de algún inversor internacional y 
que no en pocas ocasiones han resultado 
condenados a indemnizar. Pero esas 
críticas se han formulado de forma tal 
que han atacado las bases del arbitraje 
internacional en general, contribuyendo 
a crear una tendencia anti-arbitraje, so-
bre todo frente al público no especialista 
que no sabe o no tiene por qué saber 
distinguir entre el arbitraje de inversio-
nes y el arbitraje comercial.

Este rechazo al arbitraje de inversiones 
presenta su materialización más eviden-
te en el rechazo por parte de los nego-
ciadores del o Tratado transatlántico 
de libre comercio entre la Comunidad 
Europea y los Estados Unidos de acep-
tar el arbitraje como mecanismo para 
resolver las disputas. Según se puede 
ver en los medios de comunicación, la 
propuesta es crear una corte encargada 
de resolver estos asuntos.

En tercer lugar, algunas publicaciones 
importantes se han dedicado a retomar 
y difundir al público no especializado 
argumentos en contra del arbitraje. 

Entre las publicaciones más recien-
tes se encuentran 3 largos reportajes 
publicados por el New York Times 
a finales del año 201510 en los que se 
hacen críticas a las cláusulas arbitrales 
en las relaciones entre empresas y con-
sumidores en los Estados Unidos. Es 
ciertos que estos artículos explotan los 
abusos de las cláusulas arbitrales por 
parte de empresas que prestan servicios 
o vendes bienes de forma masiva en 
Estados Unidos de América. Es decir, 
tratan sobre problemas internos, relati-
vos a los derechos de los consumidores 
norteamericanos. Pero no podemos 
perder de vista que el prestigio y sobre 
todo el alcance global que tiene una 
publicación como el New York Times, 
con un lenguaje y una finalidad de di-
fusión masiva de noticias y opiniones, 
lo convierten en uno de los llamados 
creadores de opiniones a nivel global.11 
El efecto negativo que sus reportajes 
pueden tener sobre la apreciación del 
público en general sobre cualquier tipo 
de arbitraje (nacional, internacional, 
deportivo, etc.) es indiscutible.

En este sentido, más recientemente, 
en agosto 2016, (y no dudo que para 
el momento de la publicación de este 
trabajo ya hayan sido publicados más 
artículos anti arbitraje) un periodista 
llamado Chris Hamby, ganador de un 
premio Pulitzer por un reportaje de in-
vestigación dedicado a las condiciones 

podrá seguir ganando la oposición a 
este movimiento. Las generaciones 
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Convención relativa al reconocimiento 
y ejecución de sentencias en asuntos 
civiles y mercantiles. La primera reunión 
de la comisión especial fue del 1 al 9 de 
junio del 2016 y una segunda reunión 
está programada tentativamente del 16 
al 24 de febrero de 2017.

Aunque a primera vista el proyecto 
de Convención disponible al público 
parece poco amigable por la cantidad 
de tecnicismos que contiene, es muy 
pronto para pronunciarse pues la 
Comisión Especial apenas comienza 
a trabajar y no ha habido aún ninguna 
discusión de fondo. Lo que sí pode-
mos apreciar es la clara intención de 
mejorar las fallas de la Convención del 
30 de junio de 2005 sobre acuerdos de 
elección de foro y elevar las sentencias 
judiciales al mismo nivel de eficacia 
que tienen hoy en día los laudos ar-
bitrales. Es decir, una voluntad de 
lograr una Convención que facilite la 
ejecución de sentencias judiciales en 
el mayor número de países y con el 
menor número de formalidades, a fin 
de competir con el arbitraje.

IV. A modo de conclusión

Pareciera posible afirmar que actual-
mente es más favorable la resolución 
de las controversias contractuales 

internacionales a través de tribuna-
les arbitrales en lugar de tribunales 
judiciales. La razón de ello es funda-
mentalmente práctica. Gracias a la 
Convención de Nueva York, los laudos 
arbitrales pueden ser ejecutados en 
diferentes jurisdicciones sin mayores 
formalidades mientras que las senten-
cias judiciales deben pasar por un pro-
cedimiento de exequatur, diferente en 
cada país que se pretenda ejecutar. Sin 
embargo, esta situación podría cam-
biar. Cíclicamente surgen voces que 
explotan los aspectos perfectibles del 
arbitraje. Hoy, esas voces aprovechan 
las facilidades de la globalización y pro-
pagan sus críticas con mayor alcance 
y publicidad. Los receptores de esas 
críticas son fundamentalmente per-
sonas sin entendimiento previo sobre 
el arbitraje, tales como la mayor parte 
de los miembros del Poder Legislativo 
de todos los países. La difusión de una 
visión desproporcionadamente crítica 
sobre el arbitraje podría coincidir con 
la propuesta de reformar la Conven-
ción de Nueva York. Si esto sucede, no 
solo se verá afectado el arbitraje sino 
el comercio mundial y el sistema de 
justicia en general pues el arbitraje es 
históricamente la forma normal y más 
adecuada de resolver las controversias 
internacionales.

de trabajo de los mineros de carbón12 
publicó en un medio de comunicación 
llamado BuzzFeed13 cuatro largos repor-
tajes dedicados a criticar el arbitraje.

Los artículos de Chris son muy inte-
resantes y entretenidos. Sin embargo, 
no dejan de ser un clásico intento de 
desprestigiar una institución a partir 
del análisis de sus paradojas o inconve-
nientes. Nadie ha dicho que el arbitraje 
sea perfecto. Se trata de una creación 
humana, puesta en funcionamiento por 
humanos. Ninguna institución con estas 
características está exenta de críticas. 
Los artículos de Chris tratan de demos-
trar que el arbitraje es un sistema creado 
para defraudar. Algo así como tratar de 
demostrar que los aviones están hechos 
para cometer actos terroristas. Con 
el uso inteligente de casos puntuales 
es posible argumentar a favor de esas 
mentiras. Prueba de ello es que todos 
los artículos omiten deliberadamente 
mencionar que los casos de arbitraje 
con consecuencias exitosas son incom-
parablemente más numerosos.

Las críticas al arbitraje no son nue-
vas. Cíclicamente surgen voces que 
proponen revisar su uso y limitar sus 
efectos.14 Sin embargo, lo que parece 
distinto en este caso es la forma y el 
alcance de la crítica. Actualmente no 
encontramos frente a una estrategia 

de difusión masiva y global de una 
visión satírica del arbitraje, sin antes 
haber divulgado de la misma forma 
su origen y virtudes. No es absurdo 
pensar que este ataque esté orquestado 
por intereses por ahora desconocidos. 
Pero esto es una especulación. Lo 
que sí podemos apreciar claramente 
es que esta nueva ola de críticas al ar-
bitraje ha sacado ventaja de un hecho 
incuestionable: fuera de los círculos 
especializados, muy poco se ha hecho 
para dar a conocer las virtudes del ar-
bitraje y que los legisladores de todos 
los países, quienes aprueban las leyes 
y los tratados que permiten el funcio-
namiento del arbitraje, forman parte 
de esa comunidad no especializada.

3. Trabajos sobre una 
verdadera Convención que 
permita la circulación de las 
sentencias judiciales

Para concluir, otro importante hecho 
parece sumarse a los elementos que en 
nuestra opinión muestran una tenden-
cia por rescatar el rol de los jueces en la 
resolución de conflictos contractuales 
internacionales. El pasado mes de mar-
zo de 2016 el Consejo de Asuntos Ge-
nerales y Política de la Conferencia de la 
Haya de Derecho Internacional Privado 
decidió crear una comisión especial 
para la preparación de un proyecto de 
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en: http://www.nytimes.com/2015/11/03/business/dealbook/in-religious-arbitration-scrip-
ture-is-the-rule-of-law.html?action=click&contentCollection=DealBook&module=Relate-
dCoverage&region=EndOfArticle&pgtype=article 
11  En el 2016, el New York Times ha continuado la publicación de otros artículos criticando 
el arbitraje comercial: J. Silver-Greenberg/M. Corkery, “Rule on Arbitration Would Resto-
re Right to Sue Banks”, 05/05/2016 disponible en: http://www.nytimes.com/2016/05/05/
business/dealbook/consumer-agency-moves-to-assert-bank-customers-right-to-sue.html ; A. 
Carrns, “More Big Banks Are Using Arbitration to Bar Customer Lawsuits”, 17/08/2016, 
disponible en: http://www.nytimes.com/2016/08/18/your-money/arbitration-bank-chec-
king-accounts.html 
12  http://www.pulitzer.org/winners/chris-hamby 
13  C. Hamby, “The court that rules the world”, Secrets of  a Global Super Court. Buzz Feed News, 
Investigation, Part I, 28/08/2016, disponible en: https://www.buzzfeed.com/chrishamby/su-
per-court?utm_term=.ocma888q5#.prkqlllan ; C. Hamby, “The Billion-Dollar Ultimatum”, 
Secrets of  a Global Super Court. BuzzFeed News, Investigation, Part II, 30/08/2016, disponi-
ble en: https://www.buzzfeed.com/chrishamby/the-billion-dollar-ultimatum?utm_term=.
luemGGGOD#.khvByyy58; C. Hamby, “Let’s Make Them Poorer, and we’ll get riche”, 
Secrets of  a Global Super Court. BuzzFeed NewsNews, Investigation, Part III, 31/08/2016: ht-
tps://www.buzzfeed.com/chrishamby/not-just-a-court-system-its-a-gold-mine?utm_term=.
qr2eaaaYn#.cvWrEEEW6 and C. Hamby, “A Homegrown Disaster”, Secrets of  a Global Su-
per Court. BuzzFeed News, Investigation, Part IV, 01/09/2016:https://www.buzzfeed.com/chri-
shamby/homegrown-disaster?utm_term=.vxw0xxxWA#.ppxnVVVNX 
14  J. Paulsson (nota 4), p. 1 

* El presente artículo es una versión mejorada de las notas utilizadas para mi intervención 
durante el X Congreso organizado por ASADIP en Buenos Aires, 10-12 de Noviembre de 
2016, “Los contratos internacionales entre la libertad de las partes y el control de los poderes 
públicos”. 
1  En esta mesa participamos Eduardo Vescovi (Montevideo), Marilda Rosado (Río de Janei-
ro), José Alfredo Martínez de Hoz (h) (Buenos Aires), Pedro Saghy (Caracas), Margie Jaime 
(Panamá), Moderador: Máximo Bomchil (Buenos Aires)
2  S. Reed, “Dutch Court Overturns $50 Billion Ruling Against Russia in Yukos Case”, New 
York Times, International Business, 20/04/2016.
3  J. Paulsson, “International Arbitration is Not Arbitration”, Stockholm International Arbitration 
Review, vol. 2, 2008, p. 1. 
4  https://assets.hcch.net/upload/text37_es.pdf  
5  “Creating an optional worldwide judicial dispute resolution mechanism alternative to the existing arbitra-
tion system”. Ver Brussels, 30/01/2014, COM, 2014, 46 final 2014/0021 (NLE), Proposal for a 
Council Decision on the approval, on behalf  of  the European Union, of  the Hague Convention of  30 June 
2005 on Choice of  Court Agreements, disponible en: http://eur-lex.europa.eu/resource.html?u-
ri=cellar:f8f73fa2-8a8a-11e3-87da-01aa75ed71a1.0022.01/DOC_1&format=PDF
6  Paradójicamente este artículo permita negar la ejecución de la sentencia a la parte que está 
solicitando su ejecución por haber ganado el juicio de fondo.
7  A.J. van den Berg, “Hypothetical Draft Convention on the International Enforcement of  
Arbitration Agreements and Awards”, en: A.J. van den Berg (ed.), 50 Years of  the New York 
Convention, Kluwer Law International, 2009, pp. 649-678.
8  E. Gaillard, “The Urgency of  Not Revisiting the New York Convention”, disponible en: 
http://www.shearman.com/~/media/Files/NewsInsights/Publications/2009/06/The-Ur-
gency-of-Not-Revising-the-New-York-Convent__/Files/View-full-article-The-Urgency-of-
Not-Revising-th__/FileAttachment/IA052611UrgencyofNotRevisingNewYorkConvention.
pdf  
9  Lord Thomas, the Lord Chief  Justice of  England and Wales, “Arbitration hindering de-
velopment of  common law”, Bailii Conference on Rebalancing the Relationship between the Courts 
and Arbitration, 09/03/2016. Ver H. Bor,“Comments on Lord Chief  Justice Thomas’ 2016 
Bailii Lecture which promotes a greater role for the courts in international arbitration”, Kluwer 
Arbitration Blog, 11/04/2016, disponible en: http://kluwerarbitrationblog.com/2016/04/11/
comments-on-lord-chief-justice-thomas-2016-bailii-lecture-which-promotes-a-greater-role-
for-the-courts-in-international-arbitration/ 
10  J. Silver-Greenberg / R. Gebeloff, “Arbitration Everywhere, Stacking the Deck of  Justice”, 
Beware the fine print, part I, 31/10/2015, disponible en: http://www.nytimes.com/2015/11/01/
business/dealbook/arbitration-everywhere-stacking-the-deck-of-justice.html?_r=0 ; “In Ar-
bitration, a ‘Privatization of  the Justice System”, Beware the fine print, part II, 01/11/2015, 
disponible en: http://www.nytimes.com/2015/11/02/business/dealbook/in-arbitra-
tion-a-privatization-of-the-justice-system.html?action=click&contentCollection=Deal-
Book&module=RelatedCoverage&region=EndOfArticle&pgtype=article ; “In Religious Ar-
bitration, Scripture Is the Rule of  Law”, Beware the fine print, part III, 02/11/2015, disponible 
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